LAS NUEVAS EMPRESAS PÚBLICAS

De Estatales a Privadas y de Privadas a Estatales

Propiciando la “reestatización”, sin tener en cuenta el principio de subsidiariedad y la libertad económica, ambos de jerarquía constitucional y antes referidos, ni que el monopolio puede ser un mal instrumento para prestar un servicio público, sea porque no atiende a los habitantes alegando razones de coste o porque él sabe que, si no atiende a un cliente, ninguna otra empresa se lo va a quitar o porque tiene menos interés en ampliar el mercado que las empresas que están en situación de libre competencia.
 
Y en cuanto a las empresas estatales, serán viables siempre que medien sinceras razones de bien común y que queden sometidas a los organismos de control con independencia funcional, como igualmente a las mismas reglas de competencia que las empresas privadas del sector, que no reciban un trato distinto de las privadas y que se garantice la transparencia de las relaciones financieras entre dichas empresas y los poderes públicos.
Concepto Penal del Funcionario Público

En tal sentido, el art. 77 del Código Penal dice: “Para la inteligencia del texto de éste Código, se tendrá presente las siguientes reglas: ...’Por los términos ‘funcionario público’, y ‘empleado público’, se designa a todo el que participa accidental o permanentemente del ejercicio de funciones públicas, sea por elección popular o por nombramiento de autoridad competente’. Por lo tanto, teniendo en cuenta aquella premisa (garantía esencial del derecho represivo) no puede asimilarse al prestador de servicios públicos con un funcionario público, aunque la doctrina del Derecho Administrativo lo sostenga.-

Economía de mercado –en la que creemos trata de erigir una sociedad auténticamente democrática –a la que hemos definido como "forma de Estado en la que el poder político se ejerce orientado al bien común temporal, con participación responsable, libre y eficaz de la comunidad"–, con un sistema económico que reconoce lo positivo de la libre creatividad humana en el sector de la economía, pero que al mismo tiempo indica que ésta –y, por ende, la propiedad, la empresa y el mercado - ha de estar orientada hacia el bien común, lo que exige la oportuna intervención de las fuerzas sociales y, subsidiariamente, del Estado.

la economía en trato se opone:
 
a)   a la estatización de los medios de producción, que reduce al individuo a una pieza en el engranaje de la máquina estatal; y
 
b) a una concepción del Estado que deja la esfera de la economía totalmente fuera del propio campo de interés y de acción.

La auténtica economía de mercado el Estado puede y debe estatizar ciertos bienes productivos y ciertos servicios, como ante la manifiesta incapacidad o ineficiencia o desinterés del sector privado para asegurar la producción suficiente de esos bienes o servicios, o cuando la importancia de ciertos bienes o servicios es tal para toda la economía nacional, que resultaría peligroso dejarlos en manos de grupos o intereses privados; mas el Estado, en principio, ha de administrar los rubros respectivos contribuyendo al mismo tiempo, activamente, a facilitar la capacitación del sector privado, para que este último pueda hacerse cargo de ellos,  aunque es frecuente que una vez que el Estado asume temporalmente una actividad propia del sector privado, tiende a no devolverla a éste, por creer los gobernantes que ha de disminuir su poder de decisión futuro, marginando que el respeto pleno del principio de subsidiariedad es la mayor garantía de la estabilidad política.

En la economía de mercado las primeras incumbencias estatales son garantizar la libertad –con responsabilidad–, además de un sistema monetario estable y servicios públicos y sociales eficientes.
Contendido del principio y la suplencia
El Estado debe respetar la autonomía de los individuos y las asociaciones intermedias, protegiendo, estimulando, coordinando e inclusive supliendo.

 

Conforme el fin del Estado, el bien común, la acción de éste no debe limitarse a señalar lo que no debe hacer,  sino en que puede ayudar a la realización de los derechos y perfeccionamiento de la comunidad, de las personas en su dimensión material, intelectual y moral. 

 EL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD y LA SUPLENCIA
Esta intervención debe realizarse mediante el principio de subsidiariedad, que está integrado por tres subprincipios: autonomía, ayuda y suplencia por el que la sociedad debe suplir las deficiencias de las personas y sociedad menores cuando sus capacidades fueren insuficientes y mientras la situación perdure.

La situación caótica de los servicios en Argentina, nos lleva a repasar el principio de subsidiariedad pues en él justificaron  quienes instrumentaron la entrega de las empresas prestadoras de servicios públicos, invocando la necesaria participación de capitales privados, la libertad de  mercado y un control del Estado que  no se ha cumplido].
 

¡Debe suplirse al incumplidor aún por un lapso de corto plazo, y gerenciar las empresas!
 
“Status” constitucional”. Regulación, Defensa de la competencia y Empresas Estatales
Según el art. 42, CN, “Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho… a la libertad de elección… Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos… a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales…”, con lo que competencia y subsidiariedad tienen “status” constitucional.

La libre competencia puede ser definida como la aptitud de los operadores económicos de rivalizar entre sí para ofrecer bienes y servicios a consumidores y usuarios, aptitud derivada de la libertad económica, que es de principio en la Constitución Nacional (art. 14).

 

Obviamente, aquélla libertad está sometida a regulación –dentro de los límites constitucionales– por razones de bien común o bienestar general, desde que siempre el Estado debe imponer una serie de normas limitativas de la actividad empresarial, con independencia de que el mercado sea monopolista o funcione en régimen de competencia, empezando por aquellas cuyo objetivo es proteger bienes públicos, como la seguridad o salubridad.

, la defensa de la competencia presupone la existencia de un mercado en el que operadores económicos pueden desplegar su autonomía.

Ahora bien, la competencia, que debe ser la regla, tiene –como toda regla– también sus excepciones, pues existen monopolios naturales, y también legales cuando lo exigen auténticas razones de bien común.

LAS CRISIS, LOS SERVICIOS PÚBLICOS Y LOS USUARIOS 

Servicio universal (agua, electricidad, etc.) no puede diseñarse de tal modo que se descapitalice la empresa con costos excesivos que pongan en peligro el servicio para los usuarios futuros: sería ilógico que un servicio universalizado deje de estarlo dentro de unos años, salvo que haya aparecido una tecnología sustitutiva.
 
Anota que la descapitalización de un servicio no se da de repente, pero es real y se produce cuando una insuficiencia tarifaria prolongada impide la renovación de equipos o su buen mantenimiento; los “apagones eléctricos” suelen ser un ejemplo de descapitalización provocada por la falta de inversión en redes, como también cuando se producen accidentes ferroviarios, consecuencia casi siempre de detener las inversiones e “ir tirando” con lo que hay.
 
Por ello es esencial que los servicios universales (y en general las tarifas “sociales”, subvencionadas) se limiten a lo estrictamente necesario y que, como regla general, en tiempos normales se paguen regularmente, se cubran con ellas los costos (incluido un normal beneficio industrial), las instalaciones se renueven y no haya ni grandes esperas por el servicio, ni grandes oscilaciones en la economía de la empresa gestora. Es obvio que siempre podrá haber un pequeño porcentaje de morosos (que se afronta con medidas tales como el corte del suministro y el juicio de apremio); mas esta y otras incidencias forman parte de la normalidad del servicio y no afectan ni a la seguridad jurídica de los usuarios ni a la confiabilidad del servicio. 
RESCISIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO DE CONCESIÓN 
DE SERVICIO PÚBLICO
 
Ahora bien, los servicios públicos pueden pasar por dos tipos de crisis:
 
a) Ordinarias, que si bien tienen un impacto importante sobre el servicio, no destruyen su entorno, como las “crisis del petróleo" de 1973 y 1979. De ellas pueden derivar suspensiones de pagos, quiebras, fusiones o absorciones de empresas. Requieren medidas específicas para algunos servicios esenciales, sistemas de racionamiento o similares, pero no afectan a la estructura del sistema. Suele darse prioridad al mantenimiento del servicio respecto a cualesquiera derechos de terceros (acreedores o titulares de derechos reales sobre los bienes afectos), como ocurrió con la exención  de las compañías de ferrocarriles (y, por extensión, de las empresas de obras y servicios en general) del régimen general de quiebras,  promulgada en muchos países en el siglo XIX con el fin de que sus componentes esenciales (propiedades, maquinaria, equipamiento, acopios, etc.) no pudieran ser embargados y detraídos del servicio. 
 
b) Extraordinarias, caracterizadas por la pérdida de parámetros de referencia sólidos en los que anclar la economía del servicio (como la crisis argentina de 2001), que  suelen llevar a que el Estado se involucre directamente en determinadas actividades, bien a través de nacionalizaciones, bien mediante la adopción de medidas excepcionales de intervención sobre los mercados: congelaciones de precios y tarifas, medidas monetarias, renegociación de las concesiones.
 
Es importante no confundir “renegociar” con “renacionalizar”. La renegociación tiene que hacerse compatible con la seguridad jurídica de la concesión y esto significa que debe mantenerse su equilibrio financiero, si bien adaptado a la crisis: con nuevos plazos, con menores derechos y menores.
Gordillo ha sostenido que es necesario que las empresas privatizadas que no cumplieron con su plan de inversiones ni con otras obligaciones, retornen  tal vez temporariamente  en algunos sectores a la época del sector público de la economía para luego volver  realizar presumiblemente  mejor la nueva privatización. El incumplimiento de las obligaciones llevó en algunos casos a la recomendación de caducidad o rescisión por culpa de las concesionarias; en un caso acaecido en 2002 la presentación en concurso de la concesionaria llevó a la intervención administrativa (Yacimiento Carboníferos Fiscales de Río turbio). Hay más casos en ciernes, con grandes ganancias y constantes incumplimientos de las concesionarias antes del descalabro de 2002. No amenazan con acudir a los tribunales arbítrales extranjeros, pero no debe ello preocuparnos demasiado; son tribunales serios y trabajan bien y allí han  de pesar las grandes ganancias e incumplimientos previos. La lista de empresas concesionarias en situación de “default”, por ende pasible de caducidad o rescisión d por culpa de sus concesiones, es apabullante “Aguas Argentinas”, “Metrogas” “Telecom.”
EL ESTADO EMPRESARIO: LA ESTATIZACION DE SERVICIOS PUBLICOS Y LA PROVISION DE ENERGIA

El Gobierno se involucra cada vez más en empresas claves
Se acaba de aprobar el ingreso del Estado al negocio de los aeropuertos. Ya se habían recuperado dos empresas privatizadas: el correo y la distribuidora de aguas. Y en el 2006 se invirtieron $7.500 millones en empresas públicas y privadas. 

Las críticas de la oposición. Los acuerdos que se vienen. 
Gerardo Young El correo; la administración de los aeropuertos; líneas aéreas; provisión de agua potable y de cloacas; hasta servicios de trenes y la provisión de combustibles. Servicios esenciales de los que el Estado se había desentendido en la década del noventa vuelven ahora a sus manos, en un proceso lento pero consistente y, en apariencia, recién en su génesis. 

Desde distintos sectores de la vida política —y hasta en el propio Gobierno— intentan, todavía sin éxito, definir y etiquetar este retorno del Estado como protagonista de la economía. Está claro que no es una nacionalización de los servicios públicos, pero tampoco es lo opuesto y ni siquiera un intento por hacer de las empresas esenciales una mixtura entre lo público y lo privado. En el Gobierno hablan de "un proceso impuesto por la necesidad", según definió a Clarín Gustavo Simeonoff, titular de Uniren, un organismo del Ministerio de Planificación encargado de renegociar, tras la crisis del 2002, los contratos existentes con las empresas privatizadas. En el arco opositor en general no cuestionan el corazón del proceso, pero sí la falta de transparencia y controles de los nuevos fondos y empresas del Estado. 
Lo cierto es que desde la asunción de Néstor Kirchner en el 2003, el Estado ha recuperado mucho espacio en empresas de servicios públicos o de infraestructura y energía, que estaban en manos privadas y que han cedido todo o parte de sus acciones. Hay cifras elocuentes: durante el 2006, el Gobierno destinó 7.500 millones de pesos entre préstamos, subsidios e inversiones en empresas públicas y grupos económicos privados, según el último relevamiento de la Asociación Argentina de Presupuesto. Eso representa un 62% más de lo que había colocado en el 2005, cuando en el sector empresario se invirtieron 4.700 millones. 

En los próximos días y meses se sellarán nuevos acuerdos para recuperar empresas o asociarse a ellas, como este martes, cuando el Estado se incorpore con un 25% de las acciones a la empresa que está construyendo el puente entre Rosario y Victoria, la constructora alemana Hochtief, a cambio de perdonarle una deuda de $ 52 millones. Y hasta se menciona la posibilidad de que el Estado compre la petrolera YPF, antaño emblema y orgullo de las empresas del Estado. Lo hecho, de todos modos ya es mucho. Aquí, las más importantes inversiones del Estado empresario en la actualidad: 

Se recuperó el Correo Oficial, que sobre el final del menemismo pasó a manos del Grupo Macri y a fines del 2003 volvió a ser administrado por el Estado. La empresa pasó de facturar 550 millones en el 2003 a 700 millones en el 2004 y enseguida empezó a dar ganancias. 

Se recuperó la empresa que provee agua y cloacas a la Capital Federal y al primer cordón del conurbano bonaerense. La ex Aguas Argentinas llevaba años sin hacer inversiones de mantenimiento ni expansión. Ahora lleva nueve meses como AySA y hace diez días el Congreso aprobó su marco regulatorio, con el compromiso oficial de invertir más de 17 mil millones de pesos hasta el 2020. 

Se ingresó en el paquete accionario de Aerolíneas Argentinas, con un 5%, aunque el Gobierno tiene la opción de extender su porción hasta el 20%. La mayor parte de la empresa sigue en manos de la española Marsans. 

Se ingresó en Aeropuertos Argentina 2000, empresa que administra 34 aeropuertos del país y otros negocios aeroportuarios y de infraestructura. El Estado accederá al 20% de las acciones, acuerdo que aprobó el Congreso, con muchas críticas, hace diez días. Autorizó al Gobierno a adquirir el 20% de las acciones de Aeropuertos a cambio de la condonación de una deuda de 849 millones de pesos. 

Se le quitó la concesión a la empresa que administraba el Ferrocarril San Martín —la línea que va de Retiro a Pilar— y ahora está siendo manejada, con fondos públicos, por una unidad mixta entre empresarios del sector y representantes públicos

A estas iniciativas —las más notables— hay que sumarle otras formas que viene encontrando el Gobierno para involucrarse en los sectores que considera clave en la economía. En el caso de los trenes, por ejemplo, el Gobierno mantiene en manos privadas la mayoría de las concesiones —salvo el San Martín—, pero alimenta a las líneas ferroviarias con importantes subsidios y hasta les compra vagones e insumos. En el 2006, los subsidios para el transporte ferroviario y aeronáutico superaron los 1.800 millones de pesos, lo que equivale a tres presupuestos anuales del Congreso nacional. 

Si el Estado pone tanta plata, ¿para qué sirven los concesionarios? "Es una pregunta que todos nos hacemos, o mejor dicho, que ya debemos empezar a hacernos", dijo a Clarín un importante fuente del ministerio de Planificación, que controla el área, y donde advierten que de haber cambios en la administración de los trenes, no serán durante el 2007. Este año se mantendrá todo igual: mucho subsidio a los concesionarios y el congelamiento de los precios del transporte público de pasajeros

Hay sectores de la economía donde el Gobierno intenta colarse en el mercado para competir o imponer precios de referencia. En ese camino se crearon empresas como Arsat (para emprendimientos satelitales) o la aerolínea estatal LAFSA, que intentó absorber a la privada Souther Winds, sin éxito, y no llegó a comprar ni siquiera un avión, a pesar de que sigue consumiendo presupuesto (5,2 millones para este año). La apuesta más fuerte de las empresas nacidas y criadas durante este gobierno, es sin duda la energética Enarsa. 

Aunque todavía es más proyecto que certeza, Enarsa recibió en el 2006 más de 300 millones de pesos de presupuesto para su puesta en marcha, mientras el Gobierno firma acuerdos para asociarla a sus pares de Venezuela, Bolivia, Brasil y más. El ministerio de Planificación ya anunció que para Enarsa analiza la compra de una red de estaciones de servicio —Rhasa— y en los últimos días tomaron fuerza versiones de que el Gobierno estaría planeando la compra y recuperación de YPF, la histórica explotadora de los yacimientos argentinos que hoy administran fondos españoles. "Será un golpe de efecto espectacular, como el pago al FMI. Y se hará igual, con fondos del Tesoro. Ya se separaron 11.200 millones de dólares", dijo a Clarín uno de los hombres de Gobierno que alimenta esa idea como broche de la gestión K, aunque en su momento fue Kirchner, como gobernador de San Cruz, uno de los que votó a favor de la concesión de YPF en manos privadas. ¿Será cierto que se recuperará la petrolera nacional? Oficialmente se desmintió. Por ahora es eso. 

La memoria colectiva suele tener, como todo ejercicio de la voluntad, sus trucos y piruetas. El Estado empresario remite a la década del ochenta, cuando la vieja empresa de correo colapsaba y los trenes perdían año a año plata y prestigio. Pocos son los que recuerdan, en cambio, que los trenes hoy subsisten sólo gracias a subsidios del Estado y que el correo se declaró, en manos privadas, al borde del default. Ahora bien, ¿cómo funcionan las nuevas empresas del Estado? ¿Son parecidas a las gigantescas moles que abrieron la puerta a las privatizaciones? 

"Los primeros tiempos fueron difíciles porque la memoria con las empresas públicas está viva. Tuvimos que hacer un esfuerzo para demostrarle a nuestros clientes que veníamos con una voluntad de cambio", le dice a Clarín el presidente del Correo oficial, Eduardo Di Cola, un dirigente peronista elegido por Kirchner para este cargo. La clave, según Di Cola, es mantener la lógica competitiva de una empresa privada sin perder de vista el proyecto público: que se debe garantizar el servicio en los lugares donde no es rentable. 

—¿Hacen licitaciones para las compras?— le preguntó Clarín.—No, no se podría. Para mantenerte competitivo tenés que tener las mismas herramientas que el resto—, se sinceró. Y aquí una de las críticas de la oposición. Las empresas reestatizadas están siendo creadas como sociedades anónimas y no como sociedades del Estado. Eso les da algunos beneficios —como flexibilizar los procesos de compras— pero naturalmente reduce los controles. 

El Correo volvió a manos del Estado a fines del 2003 y dio inicio a la saga. Desde entonces, y con la crisis y el estado de emergencias declarados, el Gobierno se puso a renegociar los contratos con todas las empresas privatizadas o concesionadas durante la década del 90. Hoy el proceso está avanzado y ya se firmaron acuerdos con 43 empresas en renegociación. Fue en ese marco donde nacieron muchas de las estatizaciones totales o parciales. "Nuestra idea es que sigan los privados mientras se pueda. La política del Gobierno es que el Estado interviene cuando no hay otro camino", dice el presidente de la Uniren, la Unidad encargada de esas negociaciones. La última negociación que devino en la intervención del Estado en una empresa, fue el acuerdo aprobado el martes 20 de febrero en el Congreso. Allí se decidió que el Estado tendrá el 20% de las acciones de Aeropuertos 2000, a cambio de perdonarle a esa empresa una deuda de 888 millones de pesos. 

Un caso diferente fue el de la distribuidora de aguas en la Capital y parte del conurbano. Los dueños mayoritarios de Aguas Argentinas se fueron del país el año pasado y el Gobierno decidió hacerse cargo de la empresa. "Era un tema urgente. El agua es un tema urgente", dice XXXX, de la Uniren. En AySA, el Estado tiene el 90% de las acciones —el 10% restante es de los trabajadores— y tiene representantes del gobierno nacional, del de la ciudad de Buenos Aires y de la Nación. A diferencia de lo que ocurrió en el Correo oficial, en Aysa se nombró en la presidencia a un sanitarista con experiencia, Carlos Ben, que había trabajado para Obras Sanitarias —antes de la privatización— luego para la privatizada y ahora otra vez para el Estado. Ben también habló con Clarín: "La diferencia es que antes no se invertía y ahora sí. CEO de esa empresa contra el Estado Argentino. el marco regulatorio es novedoso. Plan de saneamiento a 20 años: 2020: tener el área de acción de AySA (capital y primer cordón) servido con los dos servicios en agua y cloaca. 17.600 millones de pesos YPF ¿11.200 millones de dólares con reservas? 

Críticas  a las privatizaciones.

No dejemos los servicios públicos en manos del mercado
.Al contrario de lo que hacen en Europa, Argentina aplica una rígida ortodoxia privatizadora.

La Argentina aplica una rígida ortodoxia frente a sus políticas de privatización, mientras sus pares europeos, mentores de esas políticas y dueños estatales de muchas de nuestras empresas privadas de servicios públicos pueden elegir los caminos que mejor convienen a sus intereses y preferencias. La paja en el ojo ajeno, que sus ambiguas posiciones manifiestan, expresan la dramática pérdida de capacidad decisoria experimentada por nuestro Estado nacional.
Urbiztondo:
  se pregunta “¿Quién va a controlar que el Estado cumpla?”
La rescisión por parte del gobierno del contrato con Aguas Argentinas y el decreto para la creación de AYSA con 90% del capital accionario en manos del Estado abrieron el debate: ¿vamos en dirección a la reestatización de las empresas de servicios públicos? Usted estudió las privatizaciones, los marcos regulatorios y demás asuntos asociados. ¿Le parece que las privatizaciones de los 90 en la Argentina fueron tan nefastas? No, no me parece. En primer lugar, como afirmación general, no podría suscribirla. 

- Pero hoy se las rechaza como si lo hubieran sido. 

- Sí. Creo yo que hay un problema de percepción sobre los resultados que no es únicamente del caso argentino. 

 ¿Y por qué cree que sucede? 

- Porque algunos de los beneficios que traen las privatizaciones son atribuidos a otras reformas o a desarrollos que no son identificados con las privatizaciones. Además, no se recuerdan situaciones previas a las privatizaciones o no se percibe a las empresas públicas como lo que eran, que realmente eran insostenibles e inviables. Y entonces, - de pronto, comparamos tarifas con el año 89 cuando era un año hiperinflacionario y el déficit de las empresas públicas sumaba 5 puntos y medio del PBI, cuando las tarifas eran la tercera parte de lo que eran en la década de los 70 u 80. En ese momento, se usaban las tarifas como medida antinflacionaria. Cuando uno tiene esas distorsiones en las dos comparaciones, no es sorprendente que mucha gente asuma una visión crítica cuando se transparenta el costo de un servicio público. - En la década del 70, por ejemplo, Celestino Rodrigo ajustó las tarifas de los servicios públicos y se trataba en ese momento de empresas del Estado. Lo que demuestra que en algún momento todos las ajustan porque si no se quedan sin servicios. 

- Sí, hay un problema de percepción que deja como lección, por lo menos para quien inicia un proceso de privatización, tratar de explicitar la condición previa antes de privatizar, porque si no se va a encontrar con estos problemas. 

Ahora, más allá de esa evaluación general, obviamente hubo distintos resultados de las privatizaciones por distintas calidades de las reformas que se hicieron en los años 90 en materia de servicios públicos. El caso del agua en el Gran Buenos Aires no está entre los mejores, sino todo lo contrario. Pueden identificarse problemas en el diseño del contrato, en el diseño del marco regulatorio, en el diseño del organismo regulador, en la práctica regulatoria posterior, incumplimientos de la empresa, muchas cosas. 

De todas formas, todo eso igual no lleva a que la gestión post privatización haya sido peor que la gestión pre privatización. Hay muchos indicadores de mejoras, aun con incumplimientos contractuales sobre la velocidad de expansión del servicio, la calidad, incluso también a nivel tarifario. 

Pero hoy nos hemos salteado esa discusión, lamentablemente, porque parece ser que la causalidad es que por los incumplimientos del contrato viene la rescisión y, por ende, la estatización y nacionalización. Y yo creo que la causalidad es inversa. Que en realidad, más allá de los problemas que haya tenido Aguas Argentinas en los 90, esos problemas no fueron considerados suficientemente graves para una rescisión sino hasta el año 2004 o 2005 y sólo en algunos ámbitos. Los problemas que haya tenido la empresa y que, obviamente se han agravado desde 2002 para acá, claramente son resultantes también de un incumplimiento por parte del Estado que ha congelado tarifas a pesar de tener 150% de inflación mayorista y más del 70% minorista. O sea, la capacidad de hacer inversiones y mantener la calidad del servicio se vio fuertemente deteriorada por el accionar del Estado. Entonces, la causalidad es más del tipo inversa. 

Ahora, en la política pública, el criterio del gobierno hacia estos servicios es de control directo, por ejemplo, de las inversiones. Entonces, ¿cómo va a funcionar? Lo que va a suceder es que las tarifas van a estar congeladas y el financiamiento vendrá de recursos públicos que van a pagan usuarios y no usuarios de cualquier lugar del país para este servicio que está geográficamente localizado. 

O sea, el jujeño me financia el agua a mí y a los del Gran Buenos Aires. 

Claro, volvemos, en ese sentido, al criterio estatista de los 80, donde las empresas públicas eran deficitarias y, por ende, no había control sobre sus gastos. Y esto sucede porque en realidad no sabemos cuánto están gastando porque la plata no la pagan los usuarios, sino que la pagan, en parte, los contribuyentes impositivos. 

Ese asunto de congelar tarifas y que la inversión sea financiada por el Estado o por los contribuyentes impositivos y controlados, dirigida y ejecutada por el Estado no deja mucho espacio para un prestador privado. En todo caso, un prestador privado dejaría de ser un concesionario para ser un manager del gobierno, un gestionador. 

Un gerente de producción... 

 Exacto. Pero de inversiones que no controla y por las cuales va a aplicar tarifas a servicios deficientes que se puedan llegar a derivar de inversiones de las que no fue él quien decidió ni cómo hacerlas, ni cuándo ni dónde. El espacio para el sector privado, bajo estos parámetros políticos de definición de lo que es la prestación de servicio público, es muy chico. Los accionistas de Aguas Argentinas no vieron en esa propuesta ningún atractivo y no hubo otro interesados, tampoco. 

 Ninguno dijo “levanto la mano y yo participo”. 

 No. De modo que el efecto más probable, según creo, es que la política pública cambió con la consecuencia de la eliminación de un espacio para un prestador privado y, por ende, la rescisión. Argumentar lo contrario creo que, lamentablemente, va a ser difícil. 

 ¿Podríamos asimilar lo que está haciendo actualmente el gobierno a la idea de Rodolfo Terragno durante la presidencia de Alfonsín, cuando propuso que las empresas públicas siguieran perteneciendo al Estado pero se aliaran con socios privados? Recuerdo que intentó hacerlo con el caso de Aerolíneas Argentinas y creo que con ENTEL también. No tuvo éxito, pero básicamente el modelo era que los privados se acercaran a gestionar mientras el Estado mantenía el control.

 - Yo creo que esos modelos son híbridos y es muy difícil que vayan a tener algún resultado positivo, porque ¿qué es lo central de la privatización? ¿Cuál es el motivo de las privatizaciones? 

- Aporte de dinero. Y una buena gestión. 

 Sí, pero, además, una distinción clara y nítida entre derechos y obligaciones que impone el Estado diseñando las reformas, a través de organismos reguladores que sean suficientemente creíbles y con técnicos transparentes para poder exigir a los privados, en una contraposición clara de intereses, que cumplan con sus compromisos o pierdan su capital. 

Cuando es el Estado el que provee, aun cuando tenga un socio privado, esa distinción de roles va a ser muy difícil. Aplicar penalidades por incumplimiento de calidad va a ser muy complicado. ¿Quién va a controlar que el estado cumpla? No vamos a tener otro caso como el de Edesur, donde a los usuarios que no tuvieron servicios se los compensó con más de 1.000 dólares.

Usted estudió las privatizaciones, los marcos regulatorios y demás asuntos asociados. ¿Le parece que las privatizaciones de los 90 en la Argentina fueron tan nefastas?
 - No, no me parece. En primer lugar, como afirmación general, no podría suscribirla. 

- Pero hoy se las rechaza como si lo hubieran sido. 

- Sí. Creo yo que hay un problema de percepción sobre los resultados que no es únicamente del caso argentino. 

 ¿Y por qué cree que sucede? 

- Porque algunos de los beneficios que traen las privatizaciones son atribuidos a otras reformas o a desarrollos que no son identificados con las privatizaciones. Además, no se recuerdan situaciones previas a las privatizaciones o no se percibe a las empresas públicas como lo que eran, que realmente eran insostenibles e inviables. Y entonces, de pronto, comparamos tarifas con el año 89 cuando era un año hiperinflacionario y el déficit de las empresas públicas sumaba 5 puntos y medio del PBI, cuando las tarifas eran la tercera parte de lo que eran en la década de los 70 u 80. En ese momento, se usaban las tarifas como medida antinflacionaria. Cuando uno tiene esas distorsiones en las dos comparaciones, no es sorprendente que mucha gente asuma una visión crítica cuando se transparenta el costo de un servicio público. 
1. TRANSPORTE FERROVIARIO

A. Decreto 479/94 se aprueba el contrato de Concesión de Transportes Metropolitanos Gral. San Martín, adecuado por decreto 1418/99.

B. Decreto 594/94 se aprobó el Contrato de Concesión de Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A.

C. Decreto 2333/94 se aprobó el Contrato de Concesión de Transportes Metropolitanos Gral. Roca.

D. Decreto 798/2004 se rescindió el Contrato de Concesión de Transportes Metropolitanos Gral. San Martín.
Andrea Lara
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I. INTRODUCCION

I. A. Introducción al concepto de contrato administrativo y de servicios públicos en Argentina 

En Argentina, a  diferencia de lo que ocurre en otros países como Italia, el contrato administrativo constituye una categoría jurídica con caracteres  propios y definidos, que incluye tipos nominados e innominados de contratos celebrados por la administración. Argentina sigue en este punto  a la corriente francesa.

Esta categoría, distinta de la de los contratos civiles y comerciales ha sido caracterizada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación como aquella en la  cual al menos una de sus partes es una persona jurídica estatal, cuyo objeto esta constituido por un fin público o propio de la administración, que se rige por normas de derecho público, que contiene en forma implícita o explicita las denominadas cláusulas exorbitantes al derecho privado, sometiéndose los conflictos que de ella  derivan a la jurisdicción contencioso administrativa
.

A través del contrato administrativo el estado cumple con su finalidad esencial que no es otra que satisfacer el interés público.  Cuenta para ello con el contratista, un verdadero colaborador  de la administración, que se relaciona con el estado  en una  posición de subordinación respecto de él.

Dentro de los distintos tipos de contratos administrativos, el contrato de concesión de servicios públicos es de aquellos entre los cuales el interés público se presenta con mayor intensidad. 

Por otro lado, el concepto de servicio público, que también se ha desarrollado en nuestro  país sobre las bases sentadas por el derecho francés, es posiblemente uno de los más  difíciles de definir.
 A pesar de tales dificultades podemos decir que  de la  esencia del servicio público, surgen determinados  caracteres. Se trata de la continuidad, la regularidad, la uniformidad o igualdad, la generalidad y  la obligatoriedad. 

Nos concentraremos al abordar el tema propuesto, en la continuidad, que supone la prestación del servicio sin interrupciones, en orden a la satisfacción del interés público en juego. Tal necesidad es lo que justifica, entre otros remedios,  la existencia de la  prerrogativa del estado tendiente a  asegurar su prestación incluso recurriendo a  la ejecución por un tercero, el tratamiento particular que  tiene el instituto de la huelga en materia de servicios  públicos, la aplicación de la teoría de la imprevisión para evitar que problemas  económicos en determinadas condiciones afecten la prestación del servicio y tal como lo analizaremos más adelante, la vigencia de un instituto con caracteres particulares, distintos de la teoría de la imprevisión,  como es el de la “renegociación de los contratos públicos”
. 

II. ANTECEDENTES

II. A. LA CRISIS. 

La crisis argentina del año 2001, la emergencia pública. La renegociación de los contratos públicos.

La crisis argentina de  finales del 2001, determinó la sanción de la  ley Nº  25561, que en general, declaró la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria y en particular, declaró la emergencia de  todos  los contratos  públicos afectando fuertemente las condiciones en las que todos ellos habían sido acordados
.

Su Artículo 8º dejó sin efecto las cláusulas de ajuste en dólar o en otras divisas extranjeras y las cláusulas indexatorias basadas en índices de precios de otros países y cualquier mecanismo indexatorio en los contratos celebrados por la Administración Pública bajo normas de derecho público, disponiendo  también que los precios y tarifas resultantes de dichas cláusulas quedaran establecidas a la relación de cambio UN peso ($ 1.-) = UN dólar estadounidense (u$s 1.-).

En este contexto de emergencia  autorizó al Poder Ejecutivo Nacional a renegociar los contratos comprendidos en las disposiciones del Artículo 8º de la citada norma, entre ellos los de obras y servicios públicos.

Para el caso de los contratos  que tuvieran por objeto la prestación de servicios públicos, estableció  como criterios a tomar en consideración para la renegociación, aquellos que merituarán el impacto de las tarifas en la economía y en la distribución de los ingresos; la calidad de los servicios y los planes de inversión cuando ellos estuvieren previstos contractualmente; el interés de los usuarios y la accesibilidad de los servicios, la seguridad de los sistemas comprendidos y la rentabilidad de las empresas.

El artículo 10 de la norma referenciada establece expresamente que en ningún caso esas disposiciones autorizarán a las empresas contratistas o prestadoras de servicios públicos a suspender o alterar el cumplimiento de sus obligaciones.

II. B. 

LA RENEGOCIACIÓN DE LOS CONTRATOS PÚBLICOS  EN LA EMERGENCIA.  

II.B.i 

Pautas Generales del Proceso de renegociación de los contratos públicos en la jurisdicción Nacional
. Decreto Nº 311/2003.

Sobre las bases establecidas en la ley 25561, el decreto 293/2002 efectuó   un listado de contratos  respecto de los cuales  se aplica el régimen de renegociación. Tales son:  el contrato de  provisión de agua potable y desagües cloacales, el servicio de distribución y comercialización de energía eléctrica, la provisión de transporte  y distribución de gas, el servicio de telecomunicaciones de telefonía  básica (fija), el trasporte público automotor y ferroviario de personas, de superficie y subterráneo, las concesiones viales con cobro a usuarios, (incluidos los accesos a la Ciudad de Buenos Aires), el sistema nacional de aeropuertos, el servicio portuario, el servicio postal , el servicio ferroviario de cargas y  las vías fluviales por peaje.

Se  inicio así el  proceso de renegociación de los contratos públicos, el que ha presentado enormes dificultades,  algunas de las  cuales fueron inicialmente advertidas por la doctrina.
 

Los procesos de renegociación se rigen en la actualidad,  por las disposiciones  del decreto Nº 311/03, que vino a modificar las normas dictadas con anterioridad
, y  que ha  previsto entre otras cosas la creación de una unidad interministerial denominada  Unidad de Renegociación y análisis de contratos de servicios públicos
. 

La función esencial de dicha unidad es, además de ser continuadora de la Comisión anterior en todos los procesos de renegociación y encarar los nuevos
, la de evaluar  aquellos proyectos normativos concernientes a posibles adecuaciones transitorias de precios, tarifas o cláusulas contractuales relativas a los servicios públicos bajo concesión o licencias.

Tiene competencias reglamentarias  ya que dicta normas como las relativas a  los  regímenes de audiencia pública, de consulta pública
 y participación ciudadana en relación  a los distintos procedimientos y a los respectivos contratos o licencias de servicios públicos involucrados.

Por otro lado  tiene una   misión de asesoramiento y asistencia en todo el proceso  de renegociación de los contratos de obras y servicios públicos dispuesta por la Ley Nº 25561, debiendo efectuar los correspondientes análisis de situación y grado de cumplimiento alcanzado por los respectivos contratos de concesión y licencia, suscribiendo los acuerdos integrales o parciales de renegociación contractual con las empresas concesionarias y licenciatarias de servicios públicos, ad referéndum del Poder  Ejecutivo  Nacional.  

También tiene la función de elevar los proyectos normativos concernientes a posibles adecuaciones transitorias de precios, tarifas y/o segmentación de las mismas; o cláusulas contractuales relativas a los servicios públicos bajo concesión o licencias y la de efectuar  todas aquellas recomendaciones vinculadas a los contratos de obras y servicios públicos y al funcionamiento de los respectivos servicios.

Los acuerdos que en el marco de los proceso  de renegociación puede suscribir dicha unidad pueden abarcar  aspectos parciales de los contratos de concesión o licencias; contemplar fórmulas de adecuación contractual o enmiendas del contrato de carácter transitorio; incluir revisiones periódicas pautadas; así como establecer la adecuación de los parámetros de calidad de los servicios. 

II. B. ii. 

Acerca del proceso de  renegociación  de carácter particular implementado en el ámbito de las concesiones  ferroviarias con anterioridad a la crisis del año 2001

Antes de la declaración de emergencia pública determinada por la crisis del 2001, se había iniciado respecto de las concesiones ferroviarias un proceso de renegociación de naturaleza diversa al que venimos describiendo
. 

Las circunstancias  en las que se fundó la autoridad para renegociar las condiciones originales, se vincularon básicamente con una mayor demanda en cantidad y calidad que habría excedido las  previsiones contractuales originarias , como así también que el Estado  Nacional  había  encarado una política de reducción y/o eliminación de subsidios a la operación y a las inversiones en infraestructura, admitiendo que  las previsiones  del contrato de concesión  y de la oferta adjudicada tuvieron en miras un escenario completamente diverso, al que luego de la ejecución contractual ocurriría
. 

II. C. 

La emergencia en el sector ferroviario de  transporte publico de pasajeros determinada por la crisis del año 2001.

En el  año 2002  se declaró  el estado de  Emergencia de la Prestación de los Contratos de Concesión en vías de ejecución correspondientes al Sistema Público de Transporte Ferroviario de Pasajeros de Superficie y Subterráneo del Área Metropolitana de Buenos Aires.
  

En este contexto de emergencia, y con el objetivo declarado de preservar   la economía de los usuarios, en particular la de los sectores socioeconómicos de menores recursos, se suspendió cualquier incremento tarifario contractualmente previsto para los años 2002, 2003, 2004 y 2005. 
Tal situación determinó la necesidad de que, con el objeto de asegurar la continuidad en la operación del servicio, se dictaran  diversas normas que instrumentaron programas de emergencia de obras, trabajos indispensables y de prestación de servicios.

En este contexto se tomó la decisión de mantener un régimen de subsidios
 a las empresas prestadoras, prorrogando la resolución nº 1102 del 30 de diciembre de 2004 del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios
.

Se  decidió,  hasta tanto se concluyera el proceso de renegociación contractual, avanzar en la determinación de aquellos costos de explotación que hacían peligrar la prestación del Servicio Público, y se dictó  la resolución 410/2005, en el marco de lo dispuesto  por los decreto nº 2075/2002 y el decreto Nº 142/ 2003. Mediante esta norma  se facultó a la Secretaria de Transporte   a implementar la adecuación de los costos en los rubros personal y energía, con carácter provisorio y hasta la conclusión de los procedimientos de renegociación en los Contratos de Concesión vigentes del Servicio de Transporte Ferroviario de Pasajeros de Superficie y Subterráneo.

III. EL CASO CONCRETO DE LOS CONTRATOS RECIENTEMENTE RESCINDIDOS. LA CONTINUIDAD DEL SERVICIO.   

Hemos intentado reflejar sucintamente cuales y como se han desarrollado los esfuerzos tendientes a  asegurar la continuidad de los contratos públicos en general y de los contratos de concesión de la prestación de servicio público de transporte ferroviario  de pasajeros en particular; el camino ha sido el de la renegociación, con todas las particularidades que  se han señalado. 

No obstante ello, en el caso que nos ocupa, este  instituto se ha mostrado insuficiente,  habiéndose vuelto la rescisión una  salida inevitable.

Sin embargo el requisito de  la continuidad sigue allí presente. La pregunta es ¿cual es el camino que ha elegido el Estado Nacional para asegurar su continuidad en lo inmediato? 

Cuando en el  mes de junio de 2007 el Poder Ejecutivo  Nacional rescindió los contratos de concesión y  asumió la gestión de  control de las líneas “Roca” y “Belgrano Sur”, convocó a la Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia Sociedad Anónima (Ugofesa), para la operación integral de esos servicios públicos, mediante el dictado de las resoluciones de la Secretaría de Transporte de la nación Nº 354/07 y Nº 355/07. 
Los motivos de la  rescisión de ambos contratos se justificaron "ante los reiterados incumplimientos de la prestación que dieron lugar a la aplicación de numerosas sanciones". Tales  situaciones, según se explica en ambas  resoluciones,  devinieron "en una prestación del servicio deficiente que no cubre los requerimientos mínimos para la prestación del servicio público, y por ende un adecuado transporte de los usuarios"

 Tal desenlace fue precedido de gravísimos incidentes en la estación ferroviaria de  Constitución,  protagonizados por numerosos usuarios descontentos, los que por su violencia fueron televisados  en todo el mundo.

El Ferrocarril Belgrano Sur, identificado como Grupo de Servicios 7, había sido dado en concesión el 2 de abril de 1994 al consorcio Metropolitano, al igual que el Grupo de Servicios 4 (Línea Roca) que le fue entregado el 28 de diciembre de ese mismo año
. 
La solución que ha implementado  el Poder Ejecutivo nacional para asegurar la continuidad de los  servicios luego de haber decidido la rescisión, ha sido la misma que adoptó en el año 2004 en oportunidad de rescindir el contrato del grupo Nº 5. 

En efecto en el año 2004 se operó la primera de las rescisiones en este ámbito, cuando por decreto Nº 798/2004  se rescindió  la concesión  del grupo Nº 5, explotada por la empresa “Transportes Metropolitanos General San Martín” y la que  fuera otorgada en el año 94 por decreto nº 794/94.

 Fue en ese momento y al tomar la decisión de rescindir el contrato, que el Poder Ejecutivo Nacional, dispuso que resultaba necesario asegurar la continuidad de la prestación del servicio público de transporte ferroviario de pasajeros que prestaba ese grupo, argumentando que se trataba de una obligación indelegable del Estado Nacional  como garante de dicho servicio.   

Debido a  la gravedad de la situación y a cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia, el Poder ejecutivo estimó   procedente la conformación de una Unidad de Gestión Operativa que seria la encargada de garantizar  la continuidad del mencionado servicio público, hasta tanto se llamara  a licitación pública para otorgar nuevamente la concesión.

El decreto referido se dictó de acuerdo a las facultades conferidas por el Artículo 99, inciso 1, de la Constitucional  Nacional 
.

En tal sentido se   facultó a  la Secretaria de Transporte  del Ministerio de  Planificación Federal, Inversión Pública y  Servicios  a convocar a los concesionarios del servicio de transporte ferroviario urbano de pasajeros del área Metropolitana de Buenos Aires Metrovias Sociedad Anónima, Ferrovial  Sociedad  Anónima  Concesionaria  y Trenes de Buenos Aires Sociedad  Anónima para conformar la Unidad referida denominada UGOFE. 

Podemos resumir el alcance  de las medidas tomadas del siguiente modo:

.El estado Nacional ha asumido en todos los casos que venimos  analizando, la gestión directa del servicio publico de transporte ferroviario de pasajeros. En la actualidad tal gestión comprende, la Línea San Martín,  la Línea Roca y la Línea Belgrano Sur.

.Tal gestión ha sido asumida en condiciones de emergencia y de provisoriedad, ya que las mismas normas que adoptan la solución proclaman que la misma lo es hasta que se llame a licitación y el nuevo concesionario  tome posesión de los bienes. 

.No se ha manifestado así la intención de  reestatizar el servicio. 

. Para prestar directamente el servicio ha debido recurrir  a operadores especializados. A tales  efectos convocó a los concesionarios de las otras líneas a constituir una sociedad  anónima: la UGOFE.

.Es esta sociedad, a quien el estado ha contratado en forma directa, a  través de un  acuerdo o convenio de operación, la que a cambio de una comisión  porcentual, presta por cuenta y orden del Estado Nacional el servicio, habiendo acotado la sociedad fuertemente su responsabilidad.  

IV. CONSIDERACIONES FINALES: 

 Las decisiones tomadas por el Poder Ejecutivo Nacional luego de la crisis de 2001,en relación al modo en que se ha elegido dar continuidad a la prestación de servicios  públicos que han tenido por objeto contratos rescindidos, han sido calificadas por un  sector de la doctrina como intervencionista. 

El rol asumido, al menos en al ámbito que analizamos, no lo ha sido en el marco de  un proceso ideológico de nacionalización  como otrora, las soluciones adoptadas se advierten más bien  como impuestas por la vicisitud.

Aún cuando las soluciones que se adoptan se declaran ab initio  provisorias, en algunos casos van adquiriendo ya sea en los hechos (por el tiempo transcurrido)  o en el derecho definitividad
.   

Los hechos recientes y la tendencia actual nos pone frente a nuevos y complejos interrogantes:

¿Como cumplirá su rol el estado  regulador frente al estado prestador, sobre todo en relación  a la calidad del servicio y protección del usuario?.

Teniendo en cuenta que la mayoría  de los contratos de concesión  de servicios  públicos se celebraron antes de la reforma constitucional de 1994 y también antes de la creación  de los entes reguladores, ¿que aspectos podrán y serán realmente mejorados en los pliegos que se confeccionen  para elegir a los nuevos consecionarios?.

Resulta evidente que se ha comenzado a recorrer un nuevo camino en materia de prestación de servicios públicos en Argentina. Ello nos obliga a reflexionar sobre las condiciones bajo las cuales ese camino  deberá ser transitado.   

Se rescindió la concesión ferroviaria a la empresa Metropolitano 
Casa Rosada, 22 de mayo –El Presidente firmó los decretos por los cuales se rescinde a Metropolitano el contrato de concesión de la explotación de los servicios ferroviarios de las líneas Roca y Belgrano Sur. 
El presidente Néstor Kirchner rubricó los decretos Nº 591 y 592, que dejan sin efecto el contrato de concesión suscripto con la empresa Transportes Metropolitanos General Roca S.A. y Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A. La decisión guarda relación con el “tipo” de servicio que ambas líneas prestaban.
 Los documentos fueron firmados durante un encuentro que el mandatario mantuvo en su despacho con el jefe de Gabinete, Alberto Fernández; el ministro de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, Julio De Vido; los secretarios de Transporte, Ricardo Jaime; y de Legal y Técnica, Carlos Zannini.
 Para Alberto Fernández, “de este modo, el Gobierno Nacional está tomando una decisión que tiene mucho que ver con el tipo de servicio que se venía prestando en ambas líneas ferroviarias”.
 Por su parte, el ministro De Vido leyó parte los considerandos en los que se detallan algunos de los múltiples incumplimientos en que incurrió la empresa concesionaria de los servicios ferroviarios. “Se han verificado incumplimientos graves y reiterados en estas obligaciones”, por lo cual se resolvió rescindir el contrato.
 El funcionario añadió que “debido a la gravedad de la situación y a cuestiones de oportunidad y conveniencia, resulta procedente convocar a la Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencias S.A. que actualmente explota el Ferrocarril San Martín, a los efectos de, provisoriamente, llevar adelante la administración de estos dos ramales”.
 Conferencia de prensa del jefe de gabinete, Alberto Fernández, y del ministro de planificación federal, inversión pública y servicios, julio de vido
FERNÁNDEZ.- Terminamos una reunión recién con el señor Presidente, el ministro de Planificación y el secretario de Transporte, al cabo de la cual el señor Presidente ha firmado los decretos 591 y 592 por los cuales se ordenó la rescisión del contrato de concesión suscripto con la empresa Transportes Metropolitano General Roca S.A. y Transportes Metropolitano Belgrano Sur S.A.
 El señor ministro de Planificación les va a dar los detalles. Creo que de este modo el Gobierno Nacional está tomando una decisión que tiene mucho que ver con el tipo de servicios que se venía prestando en ambas líneas ferroviarias. Así que le voy a dar la palabra a Julio De Vido para que les explique en detalle las causas más precisas que motivaron esta decisión.
 DE VIDO.- En el ánimo de ser preciso, tal cual lo hemos hecho en oportunidad de la rescisión de otros contratos, voy a dar lectura, no a todos pero sí a algunos de los considerandos. Ustedes van a recibir una copia cada uno y podrán hacer los comentarios que crean convenientes con sus medios.
 Por decreto 594 de fecha 2 de abril del ´94 se aprobó el contrato de concesión del servicio ferroviario urbano de pasajeros del grupo de servicios 7, otorgado a la empresa Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A. Voy a leer el del Belgrano Sur pero lo que hable de Belgrano Sur debe ser también asimilado en el decreto 591 al Roca.
 “Que la referida adenda prevalece en todo lo que modifique el pliego de bases y condiciones como así también el contrato de concesión por lo dispuesto en el Artículo 10 del párrafo del Decreto 2075 de fecha 16 de octubre de 2002. Que en tal sentido el concesionario debió cumplir con una serie de obligaciones establecidas en la norma vigente, las que no fueron suspendidas a pesar del dictado del Decreto antes referido, que declaró en estado de emergencia la prestación de los servicios correspondientes al sistema público de transporte ferroviario y de pasajeros de superficie y subterráneo del área metropolitana de Buenos Aires. Hecho este que permitió en su momento la privatización.
Que entre las obligaciones que mantuvieron su virtualidad jurídica se encuentra, entre otras: brindar el servicio público de transporte ferroviario de pasajeros en condiciones de calidad, confort y seguridad; la vigencia de la garantía de cumplimiento de contrato; la imposición de penalidades por el organismo de control, que no superen el 30 por ciento del monto de la garantía de cumplimiento de contrato; el mantenimiento del material tractivo y rodante entregado, como así también de los bienes muebles e inmuebles que le fueran entregados en concesión, resguardándolos con los seguros correspondientes o con la referida garantía.”
 Respecto a estos considerandos, a continuación sigue una serie de comentarios en donde se van indicando y verificando el incumplimiento de cada una de estos puntos. Es decir, la superación de un 30 por ciento con las multas, la vigencia de la garantía de cumplimiento de contrato que está violada, el mal mantenimiento del material rodante y además indica que “la prestación del servicio del transporte público ferroviario de pasajeros en condiciones de calidad, confort y seguridad implica el cumplimiento de la frecuencia de horarios aprobados por el organismo de control, sin cancelaciones, demoras ni reducción de la oferta de servicio, cantidad de coches por formación.” Este concepto comprende además el mantenimiento de infraestructura y material rodante.
 “De la misma manera con respecto a las condiciones de seguridad exigidas contractualmente por la normativa vigente, debe cumplirse con el mantenimiento de la infraestructura de vías, señalamiento, comunicaciones, aparatos de vía, obras civiles y obras de arte, pasos a nivel, material rodante, tractivo y remolcado.”
 Decimos entonces a continuación que se han verificado incumplimientos graves y reiterados en estas obligaciones. A continuación el decreto se explaya en de qué forma fueron violadas estas pautas contractuales que actualmente mencioné.
 Finalmente decimos que debido a la gravedad de la situación y a cuestiones de oportunidad, mérito y conveniencia, resulta procedente convocar a la Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia S.A. que actualmente explota el Ferrocarril San Martín, a los efectos de provisoriamente llevar adelante la administración de estos dos ramales.
 Por lo tanto el presidente de la Nación Argentina acaba de decretar la rescisión del contrato de concesión de la explotación de los servicios ferroviarios de pasajeros aprobado mediante decreto 594 de fecha 22 de abril del ´94 suscripto con la empresa Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A. grupo de servicio 7 en ejercicio del derecho conferido en el artículo 19 inciso C del contrato de concesión.
 Esto es lo que tenemos que decir, son los decretos 591 y 592, la parte resolutiva más importante la acabo de leer y en las consideraciones están detallados en forma minuciosa los incumplimientos a los que hice mención.
 PERIODISTA.- ¿A partir de cuándo? DE VIDO.- Del momento, del día de la fecha. Ahora tenemos que ir con el secretario de Transporte a hacer todos los trámites relacionados al traspaso del manejo a esta unidad que es la que está operando el Ferrocarril San Martín, la UBOFE.
 PERIODISTA.- (Inaudible) DE VIDO.- El ferrocarril es propiedad del Estado Argentino y va a estar operado provisoriamente por la unidad de gestión operativa ferroviaria que está manejando el Ferrocarril San Martín, cosa que ha hecho el último año y medio aproximadamente con gestión y con suceso porque hemos cambiado el material rodante, mejoraron las frecuencias y hemos duplicado la cantidad de pasajeros.
 PERIODISTA.- ¿Se van a mantener las tarifas y los trabajadores? DE VIDO.- Vamos a mantener a los trabajadores y las tarifas.
2. ENERGÍA ARGENTINA S.A. ENARSA

A. Ley 25.943

B. Decreto 1692/2004 Aprobación del Estatuto Social.
Woscoff, advierte sobre la importancia de la empresa y la poca ingerencia al Municipio. La autonomía municipal y al regionalismo han sido generalmente soslayados o, en el mejor de los casos invocados como justificación de decisiones políticas nunca aplicadas. La existencia y necesidad de entidades supramunicipales e infraprovinciales convoca a un nuevo desafío. El recurso técnico de las unidades de negocios, facilitado por el proyecto de ley, puede llevar a un nuevo debate en el marco de los recursos energéticos. Los municipios de la provincia deben reclamar para no resultar ajenos a decisiones que tienen gravitación esencial en la actividad productiva de sus vecinos. 

Sociedad Anónima, dedicada a explorar, explotar, producir, generar, transportar, distribuir y comercializar local e internacionalmente bienes energéticos, cuyo capital social será mayoritariamente integrado por el Estado Nacional. Asimismo podrá prestar el servicio público de transporte y distribución de gas natural. En este proyecto se entiende por bienes energéticos, además de los hidrocarburos, al carbón, a otros minerales, al hidrógeno, a la energía atómica y, en general, a cualquier otro bien que pueda ser utilizado como combustible. Dicha persona jurídica, que se denominará Energía Argentina Sociedad Anónima, tendrá la titularidad de los permisos de exploración y de las concesiones de explotación sobre la totalidad de las áreas marítimas nacionales que no se encuentren sujetas a tales permisos o concesiones a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley". 

"Energía argentina sociedad anónima será una empresa testigo en el mercado energético y constituirá en su interior diversas unidades de negocios que en forma descentralizada generarán iniciativas que puedan, en forma diferencial, captar necesidades de inversión en el sector energético y ofrecimientos financieros de cada zona en particular. Esto es así, ya que emprendedores locales y/o regionales, están dispuestos a apostar con más intensidad, en los proyectos que impactan con más fuerza en su zona de influencia. En síntesis, cada unidad de negocio, en el marco de una administración unificada, funcionará como proyecto de inversión descentralizado"
En la mencionada Sociedad tendrán participación todas las Jurisdicciones Provinciales que deseen suscribir las correspondientes acciones. Las provincias podrán participar en este nuevo emprendimiento como accionistas, concretando una idea muchas veces declamada pero no llevada a la práctica". En pleno auge privatizador de nuestros recursos energéticos, advertí que no hay futuro si se enajenan, en la Provincia y en el país, los recursos energéticos. Procesos traumáticos vividos con posterioridad, alquimia jurídica y financiera mediante, desembocaron en situaciones graves para el futuro de la Nación.
3. AGUAS ARGENTINA S.A.

A. Adjudicación Decreto 787/93 Grupo Suez

B. Rescisión de contrato Decreto 303/06.

C. OSN. Etapas: 

D. Ley 18.586 Empresa del Estado.

E. Reforma del Estado sujeta a Privatización. 23.696.

F. Fracaso renegociación.

G. Creación Aguas y Saneamientos Argentinos  S.A. Decreto 304/06.

H. Plazo 99 años.
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El Gobierno rescindió el contrato con Aguas Argentinas

 

El Gobierno culpó a la empresa de incumplimientos en el servicio; la compañía respondió con un duro comunicado; será reemplazada por AYSA, una nueva firma estatal
 

 

 

A casi seies meses de que el grupo Suez anunciara su salida de la empresa, el Gobierno resolvió hoy rescindir el contrato de concesión con Aguas Argentinas por diversos "incumplimientos en la prestación del servicio", según anunció el ministro de Planificación Federal, Julio De Vido, durante una conferencia de prensa en la Casa Rosada. 

La decisión se materializó en una reunión con el presidente Néstor Kirchner, en la cual se firmó el decreto de necesidad y urgencia que liquidaba la relación contractual entre el Estado y la empresa, que databa de 1993. Además, se creó una nueva empresa estatal, también por decreto, que se hará cargo del servicio que proveía hasta hoy Aguas Argentinas. 

"El presidente está firmando el decreto para crear la empresa AYSA, Aguas y Saneamiento Argentino Sociedad Anónima", dijo De Vido. El Estado tendrá el 90 por ciento del capital accionario de esta compañía. De esta forma, el servicio de provisión de agua potable y cloaca en Capital Federal y el Gran Buenos Aires quedó, en los hechos, reestatizado. 

AYSA se une así, junto al Correo Oficial de la República Argentina (Corasa) y Energía Argentina SA (Enarsa), al grupo de empresas estatales creadas por el gobierno de Kirchner. La nueva firma será presidida Carlos Humberto Ben, que hasta ahora ocupaba un cargo de director adjunto en Aguas Argentinas. También formará parte del directorio el secretario adjunto de la CGT, José Luis Lingieri. 

Salida definitiva. La medida oficial aceleró la salida del grupo Suez del país, decisión que había anunciado el año anterior, cuando anunció su deseo de abandonar la compañía de la cual es el princilap accionista. A fines de enero, Suez había postergado por algunas semanas su salida del negocio, inicialmente prevista para el 6 de febrero, para ganar tiempo en la búsqueda de un comprador. 

"Intentamos todo por llegar a una solución. Intentamos renegociar el contrato a lo largo de tres años. Intentamos que alguien más tome control del contrato, pero el gobierno rechazó los términos que pedían", dijo en declaraciones a la agencia Reuters Yves-Thibault de Silguy, gerente general a cargo de las relaciones internacionales de Suez. 

El grupo francés mantiene a la fecha una demanda ante el Ciadi (tribunal arbitral del Banco Mundial) por 1700 millones de dólares contra el Estado argentino. 

Dura respuesta. En un escueto y duro comunicado de cuatro párrafos difundido esta tarde, Aguas Argentinas dijo que "ya había resuelto el pasado 22 de septiembre de 2005 solicitar la terminación del contrato por culpa del Concedente [el Estado argentino]", en referencia al congelamiento de tarifas. 

"Desde esta fecha, y por invitación del Gobierno argentino, se habían iniciado negociaciones con varios inversores para la cesión de la empresa, sin éxito." 

"No consentimos los argumentos esgrimidos por el Concedente como causal de rescisión", continúa el comunicado. "Aguas Argentinas ha realizado un trabajo ejemplar desde 1993, tanto en materia de mejora como de expansión de los servicios, con más de dos millones de personas incorporadas a los servicios de agua potable, un millón a los servicios de desagües cloacales y 1700 millones de dólares de inversión", agrega. 

El decreto con la rescisión del contrato con Aguas será enviado al Congreso para su ratificación. 

Inversiones y nitrato. Entre las razones a las que hizo referencia De Vido por las cuales el Gobierno tomaba esta decisión están el incumplimiento en las obras pautadas en el contrato de concesión, la falta de acceso al servicio de agua potable y cloacas de unas dos millones de personas y los elevados niveles de nitrato en pozos de agua dentro el área a cargo de Aguas Argentinas, verificados por parte del ente regulador y de la subsecretaría de Recursos Hídricos, según dijo el ministro. Estos temas ya habían generado un cruce entre el Gobierno y la empresa. 

"Poner la salud en manos de una empresa que ha demostrado por estos años desdén por llegar a una solución del problema de los nitratos, a pesar de toda la cooperación, asistencia y comprensión que ha recibido del Estado, implicaría un acto de irresponsabilidad frente a los ciudadanos", agregó De Vido. 

"El Estado argentino debe protejer de manera prioritaria los más indefensos frente a los abusos cometidos por la empresa Aguas Argentina y la medida se tomó considerando que el acceso al agua es considerado un derecho humano que debe estar basado en la justicia social y requiere que esta realice actitudes positivas", afirmó De Vido. 

Alternativas. La concesión del servicio ingresó en un plano de incertidumbre desde que el grupo Suez anunció en octubre pasado su salida como inversor de la Argentina. 

El Gobierno intentó seducir al empresario Eduardo Eurnekian, dueño de Aeropuertos Argentina 2000, que incluso viajó a París para negociar el traspaso con el grupo Suez. También hubo interés por parte del grupo Roggio. De hecho, en febrero de este año, el propio De Vido había descartado la posibilidad de que fuera el Estado quien ingresara en la empresa. No obstante, había deja abierta la posibilidad de "analizar" esa posibilidad a futuro. 

 

El conflicto con las privatizadas: fin de una frustrada renegociación 

 

Kirchner le rescindió el contrato a Aguas Argentinas

 

El Gobierno argumentó incumplimientos en el servicio y tomará a su cargo la operación
 

 

 

Después de una larga e infructuosa negociación entre el Poder Ejecutivo y el grupo francés Suez, el presidente Néstor Kirchner decidió rescindir el contrato de concesión de Aguas Argentinas y crear una empresa estatal para proveer de agua potable y cloacas en la Capital Federal y 17 partidos del conurbano bonaerense. 

Las medidas fueron anunciadas ayer por el ministro de Planificación Federal, Julio De Vido, en una conferencia de prensa de la que también participaron el gobernador bonaerense, Felipe Solá; el jefe de gobierno porteño, Jorge Telerman, y el secretario de Obras Públicas, José López. 

De Vido acusó a Aguas Argentinas de no haber cumplido con el plan de obras comprometido para la expansión y mejora del servicio, y de "poner en peligro la salud de la población" por el nivel de nitratos encontrado en algunas localidades del conurbano, como Llavallol. "El incumplimiento de la concesionaria registra tal persistencia y afecta garantías tan primarias de los usuarios que (el Estado) se ve obligado a rescindir el contrato de concesión por culpa del concesionario", dijo De Vido. López anunció que el Gobierno invertirá $ 144 millones para resolver el problema de los nitratos, al tiempo que el año próximo se destinarán 205 millones para el mejoramiento del servicio. También aseguró que no habrá ajustes de tarifas ni despidos. 

La nueva empresa se llama Aguas y Saneamiento Argentinos (AYSA), y será presidida por el abogado Carlos Humberto Ben, que hasta ayer se desempeñaba como director adjunto de la compañía. El 90% estará en manos del Estado nacional y el 10% seguirá en manos del sindicato de empleados. Ayer, el secretario general, José Luis Lingieri, celebró la reestatización en la sede de Aguas, rodeado de un centenar de trabajadores: "Volvemos al Estado, pero a un Estado que invierta, como se comprometió el presidente Néstor Kirchner". 

La empresa, por su parte, rechazó los argumentos del Gobierno, y recordó que durante su operación "se incorporaron dos millones de personas al servicio de agua potable y un millón a los servicios de desagües cloacales", y precisó que "se invirtieron US$ 1700 millones". 

En rigor, ya en septiembre del año pasado Suez, principal accionista de la empresa y el mayor operador del negocio del agua en el mundo, había anunciado que dejaba la concesión ante la falta de avances en la renegociación con el Gobierno. Los puntos que trabaron el acuerdo fueron el ajuste de tarifas que pedía la empresa, la necesidad de inversiones para garantizar la expansión del servicio (que demanda alrededor de $ 400 millones anuales) y una abultada deuda de US$ 670 millones, que hizo inviable la operación luego de la devaluación. 

Reclamo por tarifas 

Aguas fue de las primeras empresas en firmar un acta acuerdo con el Gobierno, que contemplaba un ajuste tarifario del 53% en dos años. Sin embargo, el temor a la inflación hizo que el mismo Kirchner le bajara el pulgar al acuerdo. 

La presencia de nitratos en el agua había sido denunciada por el ombudsman nacional, Eduardo Mondino. También fue motivo de múltiples multas por parte del ente regulador del sector (Etoss), que preside Carlos Vilas. "Pero los incumplimientos son sólo una parte del asunto, la realidad es que el Gobierno se puso más duro con Aguas que con el resto de las privatizadas", dijo un analista. Luego de negociar largamente con Suez, de intentar armar una empresa mixta, de tentar a Aguas de Barcelona, de escuchar la propuesta de distintos fondos de inversión (entre ellos Latam y Fintech), e incluso sumar al empresario Eduardo Eurnekian a la lista de interesados, el Gobierno decidió tomar en sus manos el servicio. 

"Si hubiera habido la posibilidad de transferir la concesión a otro privado, se habría hecho. Pero Suez puso constantemente palos en la rueda", dijo un alto funcionario de Planificación. 

Ahora quedan algunos asuntos pendientes: definir, por ejemplo, quién pagará la deuda que arrastra Aguas, la mitad contraída con organismos multilaterales de crédito. "La deuda le queda a la empresa, nosotros empezamos de cero", dijo un funcionario de Planificación. También, el reclamo por entre 1200 y 1700 millones de dólares que mantienen los accionistas ante el tribunal del Banco Mundial (Ciadi). 

Los accionistas cifran su esperanza en que el tribunal falle en contra de la Argentina por incumplimiento de contrato. Aguas Argentinas también arrastra una serie de reclamos judiciales por parte de asociaciones de consumidores, que reclaman $ 300 millones por falta de presión del servicio. 

Ayer, a las 15.30, José López, secretario de Obras Públicas, fue en persona a notificarle a la empresa la rescisión formal del contrato. López iba acompañado por el flamante presidente de la compañía, Carlos Ben. Mantuvieron una reunión de más de dos horas con Jean Bernard Lemire, director general de Aguas, a quien le entregaron la notificación. 

Por Josefina Giglio 
lunes 24 set 12:16
Demanda ante CIADI traba traspaso de Aguas 

Fecha: 13/01/2006 



NO HABIA ACUERDO ANOCHE EN SANTA FE ENTRE OBEID Y SUAREZ. 

Santa Fe - Tras diez años de concesión del servicio, el grupo francés Suez deberá definir hoy su conflictiva retirada definitiva de Aguas Provinciales de Santa Fe. La asamblea de accionistas de la empresa se reúne esta tarde, pero el clima no es bueno, ya que hasta ayer por la noche no contaba con el aval del gobernador Jorge Obeid para realizar el traspaso de las acciones, debido a que la provincia reclama como condición excluyente que Suez retire la demanda que mantiene ante el CIADI, el tribunal del Banco Mundial que atiende causas de las multinacionales. Jorge Obeid En caso de no recibir el visto bueno de Obeid, los accionistas de Aguas deberían optar por la liquidación de la compañía, lo que abriría un proceso de estatización temporal de la empresa, que luego debería ser licitada. La asamblea está prevista para las 15 de hoy y, contrarreloj, no parecían acercarse las posiciones: Suez sostiene que ha cumplido con los requisitos pedidos por la provincia -que Aguas de Santa Fe renuncie a su demanda en el CIADI-, pero el Ejecutivo asegura que aún resta que los accionistas desistan de su demanda. Obeid se comunicó ayer con el embajador de Francia, Francis Lott, para pedir que Suez haga caer su reclamo. «Hay una manifestación de la empresa, del Grupo Suez, en cuanto a desistir de la demanda ante el CIADI, pero a nosotros no nos ha conformado en su totalidad, por lo cual hemos pedido aclaración para que no queden dudas de que en caso de producirse la transferencia del paquete accionario, se desiste de cualquier tipo de denuncia, así que estamos a la espera de esa respuesta», explicó el mandatario. Desde la empresa creen que han cumplido con todos los requisitos y agregan que en caso de que caiga la negociación para el traspaso de la acciones al Grupo Cerámica Alberdi (el contrato podría ser cerrado hoy si el gobierno diera su aval) volverían a correr las demandas completas ante el CIADI contra la provincia. Vale señalar que el reclamo total contra Santa Fe es por u$s 310 millones, pero esta semana se retiró la demanda de Aguas de Santa Fe, por unos de u$s 200 millones. Sigue, en tanto, vigente la presentación de los accionistas de la empresa, por alrededor de u$s 110 millones. «La discusión es muy compleja, y tiene dos aspectos. Uno entre el que compra y el que vende, que es una relación particular, y el otro es si se produce la transferencia del paquete accionario en cumplimiento de las acciones que el contrato impone», explicó Obeid, que asegura que aún «queda un tema que para nosotros es vital: para que la provincia acepte la transferencia, pone como condición sine qua non que la demanda que ha planteado el Grupo Suez (es decir, los accionistas) ante el CIADI sea levantada». •~Clave. El de hoy es un día esperado en la provincia, ya que marca el fin del dilatado proceso de salida de la provincia del grupo Suez -también está en retirada de Aguas de Argentina, pero permanecerá en Aguas de Córdoba-, que fuera anunciado hace ya varios meses, en agosto del año pasado. El proceso sufrió varias idas y vueltas, con diferentes ofertas de compradores del paquete mayoritario de acciones. En un primer momento fue Emgasud, conducido por Alejandro Ivanisevich, y luego el grupo liderado por el empresario Sergio Taselli y, finalmente Alberdi Aguas (controlado por Cerámica Alberdi, propiedad de la familia Rappallini), cuya oferta contó con la aprobación del gobierno local. La propuesta incluía como nueva operadora del servicio a la germano-española Passavant. Lo que estaría en juego son las acciones de Suez (51,69%), Interagua, controlada por Aguas de Barcelona (14,92%) y Agbar (10,89%); en tanto que continuarían en la empresa Banco Galicia (12,5%) y los trabajadores de la firma (10%). El plan de inversiones propuesto alcanzaría los $ 80 millones en obras que se prevé realizar entre 2006 y 2007, cuya transferencia implica una capitalización de la sociedad a razón de $ 176 millones. Asimismo, Alberdi Aguas también habría presentado garantías y se haría cargo de un pasivo de $ 160 millones que hoy tiene la empresa. Aun así, en caso de no llegar a buen puerto el traspaso de las acciones, la empresa debería entrar hoy en liquidación y el gobierno santafesino se haría cargo del servicio de Aguas de Santa Fe, que suministra servicio de agua y cloacas a 15 localidades, incluyendo las de mayor población. Luego se motorizaría un proceso de licitación.

De Pablo,
en un artículo crítico señala: Durante buena parte de mi vida el servicio de agua corriente fue provisto por Obras Sanitarias de la Nación. Como consecuencia de la correspondiente privatización, a partir de algún momento de la década de 1990 fue provisto por Aguas Argentinas, principal y operativamente en manos del grupo Suez. A raíz del desacuerdo entre dicho grupo y el actual gobierno, la provisión de agua potable volvió a manos públicas, de la mano de AySA.
El Congreso acaba de aprobar el marco regulatorio de AySA. Según una de las entidades que defienden los intereses de los consumidores, ahora que la prestación del servicio volvió a ser nuestra "el usuario quedó indefenso". 
Como bien dijo el economista Larry Sjaastad, "hay 2 clases de empresas: las privadas y las públicas. Las empresas privadas son las que controla el Estado, las públicas son las que no controla nadie".
No me sorprende. Lo que me sorprende y me indigna es la cantidad de "jóvenes" de mi edad, quienes a pesar de haber vivido durante décadas recibiendo "servicios" de empresas estatizadas durante la segunda mitad de la década de 1940, y de haber experimentado la diferencia en la cantidad y calidad del servicio durante la década de 1990, ahora repiten que fueron malvendidas, que no había que haberlas privatizado, y que no les molestaría su estatización.

Entonces voy a testimoniar. Yo me acuerdo cuando al comprar un inmueble, antes de preguntar por las comodidades averiguábamos si tenía teléfono, y registrábamos el número en la escritura (al decir de un ex presidente del Banco Central, "en la Argentina no se compraban inmuebles, sino teléfonos con ladrillos alrededor"), y también me acuerdo del plan Megatel. En la Argentina, a fines de la década de 1980, decíamos que había que regalar ENTEL, porque lo que.queríamos.era.hablar.por.teléfono.

Yo me acuerdo cuando Gas del Estado hacía propaganda para que ahorráramos gas en invierno (lo mismo que está ocurriendo actualmente con la energía eléctrica, a raíz de la "crisis energética"); yo me acuerdo cuando aún en los años de shock petrolero YPF perdía plata (al privatizarse, funcionó con algo así como el 10% de su personal anterior. ¿Alguien puede creer que esta privatización destruyó 45.000 puestos de trabajo); yo me acuerdo cuando un comandante de Aerolíneas Argentinas, al mando de un Boeing 737, felicitó a los únicos 2 pasajeros que habían abonado el pasaje; yo me acuerdo de los cortes de luz sistemáticos y rotativos, a fines de la década de 1980; yo me acuerdo cuando con cosechas muy inferiores a las actuales, frente a los puertos kilómetros, los camiones hacían cola para descargar porque sólo se trabajaban algunas horas del día. 

Hay que explicarles todas estas maravillas a nuestros jóvenes, mal acostumbrados luego de más de una década de disponibilidad de servicios casi completa y de una década de estabilidad de precios.

Las privatizaciones no fueron perfectas, las empresas privatizadas cometen picardías. Chocolate por la noticia. Pero en este sentido, como en todos los sentidos de la vida, la cuestión es problema contra problema. Lo que está mostrando AySA, como lo que está mostrando Enarsa, es que el Estado puesto a empresario brinda una muy mala solución a los problemas.

No todos los problemas tienen que ver con las privatizaciones. Hace algún tiempo vándalos rompieron coches del ferrocarril Sarmiento e incendiaron la estación Haedo. Comprendo a mis compatriotas que utilizan el Ferrocarril Oeste, del cual fui cotidiano usuario entre 1960 y 1976. Pero el deplorable estado de algunos de los vagones no tiene nada que ver con las privatizaciones, y sí con episodios de violencia, espontáneos o fabricados. ¿Por qué las unidades del Ferrocarril Mitre están mejor que las del Sarmiento o el Roca, si todas las líneas fueron privatizadas en la misma época? 

4. CORREO OFICIAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA S.A.

A. Decreto 214/92 se dispuso la reestructuración de los servicios alcanzados por Ley de Correo 20.216. Se creó la Empresa Nacional de Correo y Telégrafos S.C.(ENCONTESA): Decreto modificado por decreto 624/93 y 80/97.
B. El Estatuto de ENCOTESA se aprueba por decreto 2793/92, modificado por decreto 624/93.

C. Desmonopolización. Por decreto 1187/93 se suprime el monopolio postal.

D. Privatización. Por decreto 265/97 se convoca a Licitación Nacional e Internacional a los fines de la concesión de los servicios de ENCOTESA.

a. Decreto 1075 del 19/11/2003  se rescindió la concesión por culpa del concesionario, fijando 180 días para llamar a Licitación Pública Nacional e Internacional a fin de volver a privatizar el servicio público postal. Creo una unidad administrativa como órgano desconcentrado en la órbita del Mº de Planificación, para preservar la continuidad del servicio.
Ante el cumplimiento de la primera etapa, resulta imprescindible crear un ente jurídico que tenga la responsabilidad de operar el Servicio de Correo.

La Sociedad Anónima es lo ideal.

Se la faculta a contratar personal exceptuándola del decreto 491 del 12 de marzo de 2002.

El 100% del Capital Social pertenecerá al Estado Nacional. 99% de la Acciones Mº Planificación y el 1% Mº Economía. Por Resolución conjuntan 498/2004  se fijó el Capital Social
A partir de la constitución de Correo Oficial de la República Argentina S.A. Pasará a ser titular del patrimonio el Estado Nacional conforme el decreto 1075/03, que rescindió el contrato de concesión.
El personal se regirá por la Ley de Contrato de Trabajo.

Se rige por las normas de la Ley 19549, sus modificatorias decreto 1023/2001. Régimen de Contrataciones del Estado, Ley de Obras Públicas 13.064, sin perjuicio de los controles que corresponda por Ley de Administración Financiera 24.156

b. La concesión se otorgó a Correo Argentino Sociedad Anónima por el cual se concedió el servicio Oficial de Correo, que comprendía todos los servicios postales, monetarios, de telegrafía prestados por la Empresa Nacional de Correos y Telégrafos Sociedad Anónima (ENCOTESA), incluyendo el Ser vicio Postal Básico Universal.
c. Constitución de Correo Oficial de la República Argentina Sociedad Anónima, Decreto 721 del 11 /6/2204 se dispuso la  creación bajo el Régimen de las Sociedades Comerciales comprendiendo los servicios postales de ENCONTESA y Correo Argentino Sociedad Anónima. Prorrogó por 180 días el plazo fijado por el decreto 1075.

d. El decreto 635/05  resolvió prorrogar el plazo fijado en el decreto 721 a los efectos que se consolide la operatoria de la sociedad CORREO OFICIAL. 
e. El decreto 1758 del 2005 prorrogó hasta el 30 de junio de 2006 el plazo fijado el por 635/2005; decreto 1087/2006 nueva prórroga.
CONCURSO DEL CORREO PRIVATIZADO

El concesionario presentó la empresa en concurso preventivo y se planteo la solución del salvataje.

El salvataje configura un negocio jurídico indirecto y forzoso para el sujeto concursado que se concreta por medio de la transferencia ex lege del control social jurídico interno, art. 33 inc. 1 de la ley 19.550 trasmitiendo la titularidad de las participaciones sociales que otorgan el poder societario y el manejo de la hacienda comercial. Se trata, entonces, de un simple "cambio de manos". cramdown" no requiere una unidad productiva en funcionamiento la potencialidad del patrimonio el aspecto de relevancia en el proceso concursal. Es la cesión o transferencia forzosa de la calidad de socio o accionista, previa composición del pasivo social

Así, cabe recordar que no puede hablarse técnicamente de "transferencia de la empresa", pues para que el rescate funcione, la empresa debe subsistifecha 2003/12/16, el juez doctor Eduardo Favier Dubois (h.), en la causa "Correo Argentino S.A. Concurso Preventivo", desestimó la aplicación del procedimiento previsto para supuestos especiales (art.48 L.C.), o sea, el denominado salvataje empresario afirmando que, aunque la ley no exija "empresa en marcha", el ordenamiento jurídico en su conjunto requiere que, al menos, exista "empresa" que, aun inactiva, tenga potencialidad de funcionamiento futuro.

Sanción Administrativa: inmunidad del Estado Nacional respecto del GCBA.

Los poderes de la Nación y los de las entidades políticas locales con facultades propias de legislación y jurisdiccionales conviven sobre el mismo territorio.

La jurisdicción compartida, como contra-cara de la postura exclusivista que invoca la recurrente, además de coincidir con lo establecido por el art. 75 inc. 30 de la CN, encuentra amplio respaldo en los fundamentos desarrollados por la jurisprudencia de la CSJN que brindó al tópico un profundo estudio a raíz de las posturas contradictorias asumidas en la materia.
El alcance que corresponde otorgar a las potestades del gobierno nacional sobre los establecimientos de utilidad nacional, quedan sintetizadas en las premisas establecidas por la CSJN —votos de mayoría cuando triunfaba la postura de los poderes compartidos y disidencias cuando prevalecía la tesis exclusivista— aún antes de que un texto expreso como el del art. 75 inc. 30 CN fuere incorporado para despejar la polémica, según ellas: "todo lo que encierra el riesgo de cercenar las autonomías provinciales debe ser manejado con suma cautela a fin de no evadirse del contexto de los arts. 104 a 107 de la Constitución que trasuntan, en esencia, el sentido histórico que preside nuestra organización política"; el ejercicio de poderes locales en los enclaves de jurisdicción federal incide siempre en estos, la pauta no es la incidencia sino su compatibilidad con lo inherente a esa utilidad nacional; si la actividad local no condiciona, menoscaba o impide el interés nacional, es compatible con él; no cabe una interpretación extensiva del 75, inc. 30 CN (ex art. 67, inc. 27 CN) no autorizada claramente por su texto ni exigida por la naturaleza misma de la facultad en él otorgada al Congreso nacional; en cada caso debe determinarse la compatibilidad o incompatibilidad del ejercicio de poderes locales pues si el gravamen que emana de él no constituye un obstáculo, real y efectivo, que condiciona, menoscaba o impida la consecución de los fines propios del establecimiento de utilidad nacional resulta ilegítimo su desconocimiento; el obstáculo debe ser probado y no constituir una mera hipótesis (Fallos 301:1122); la existencia de un establecimiento de utilidad nacional en jurisdicciones locales no importa una federalización al extremo de que la Nación atraiga, por ello, toda potestad legislativa, administrativa y judicial, de manera exclusiva y excluyente (Fallos 293:287); es también de interés nacional que las provincias desenvuelvan con plenitud los servicios territorialmente divisibles que constituyen su normal competencia (Fallos 299:442, voto en disidencia del juez Frías).

El marco más seguro de interpretación es aquel que aborda la cuestión desde la perspectiva que impone el sistema federal entendido, según lo ha hecho desde antiguo la Corte Suprema de Justicia de la Nación, no como "(...) un régimen de subordinación de Estados particulares al gobierno central, sino de convergencia de todos al bien común que declara la Constitución. Esa convergencia supone asociación y concertación de funciones en áreas cada vez más numerosas y delicadas, porque la dinámica de la república federal actual es de participación y no de aislamiento desdeñoso o de supremacías excluyentes. En definitiva, nuestra forma federal de Estado se traduce en un sistema de poderes y relaciones en que la misión augusta del gobierno central es la de presidir 'la unión indestructible de estados indestructibles' y prestar los servicios territoriales indivisibles y los demás que puedan habérsele atribuido. La sociedad política provincial, configurada según la autonomía de la Constitución, no se agota en la prestación de los servicios jurisdiccionalmente divisibles.

La empresa fue constituida bajo una forma jurídica que le otorga personería y patrimonio propio no es novedosa la posibilidad de que empresas del estado resulten sancionadas con multas aplicadas por las autoridades públicas con competencias al efecto (Fallos 242:489 y 275:279). Más aún, como la sanción en los casos citados proviene de autoridades federales, queda demostrado que, para el gobierno de esa órbita, las empresas del estado nacional no gozan por su naturaleza de inmunidad al poder de policía de la autoridad competente sino que están alcanzadas por el mismo sistema de reglas y sanciones que rige para el resto de la sociedad, al que las somete deliberadamente en tanto el Congreso puede cambiar las atribuciones de estas diversas estructuras de la administración que diseña. 

La Nación ha organizado una sociedad anónima (cf. decreto Nº 721/04), a la cual ha encomendado el servicio público de correo. Es decir, no ha entendido que necesidad o interés federal alguno la instaran a asumir funciones relativas a la policía de los edificios; no ha creado potestades administrativas en la sociedad anónima ni en órgano federal alguno para encargarse de la materia. Ello implica, a su vez, que ha reconocido esa potestad en el gobierno local en cuyas reglas confía, como cualquier particular o gobierno provincial, puesto que no es concebible que haya despreciado el problema. El art. 75, inc. 14  a la facultad que esa norma otorga al Gobierno Federal para arreglar y establecer los Correos Generales de la Nación.

Interpretación requiere (como toda norma, y en especial las constitucionales) que sea considerado, en forma conjunta, con el resto de ordenamiento y, en especial, en lo que aquí importa, con el inciso 30 . No puede deducirse de la facultad de establecer el correo en la Nación que los estados locales quedan imposibilitados de ejercer sobre esa actividad las competencias que le son propias, más aún, en aquellos casos donde, como se dijo, no existe ejercicio de esas competencias por parte del Gobierno Federal, ni éste ha dictado norma que las encomiende a órgano federal, ni el ejercicio de la competencia local afecta el desarrollo de aquellas otorgadas a la Nación.

La provincia de Buenos Aires impuso una multa al Correo Oficial de la República Argentina S.A por  deficiencias en la seguridad de sus inmuebles.

El T.S.C. Autónoma de Buenos Aires, en fecha 20/12/2006, rechazó el recurso del  Correo Oficial de la República Argentina S.A.
 contra la sentencia de Cámara que había confirmado una multa por  deficiencias en la seguridad de sus inmuebles, se impuso una multa de $9000 al Correo Oficial de la República Argentina S.A. cuestionar el ejercicio del poder de policía local alegando una supuesta colisión entre el citado régimen y las normas federales que rigen el servicio postal.
El servicio postal se rige en forma exclusiva por disposiciones de carácter federal —afirmación que en realidad ningún juez local ha puesto en tela de juicio en este proceso—, mas no logra demostrar cuál sería el segmento de esa regulación federal que provoca la alegada incompatibilidad con el típico ejercicio del poder de policía local en materias relativas a la seguridad edilicia y a la prevención de siniestros que motiva todos sus reproches
Los inmuebles de una sociedad del Estado —en el caso, el Correo Oficial de la República Argentina S.A. — no pueden ser considerados una suerte de enclaves inmunes al poder de policía de seguridad que corresponde a las jurisdicciones locales.
Las cuestiones vinculadas al poder de policía (materia eminentemente local), adoptadas con apoyo en las directrices que, para abordar cuestiones brindan el art. 75, inc. 30, de la Constitución Nacional y la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que, invariablemente, ha sostenido que los actos de las legislaturas provinciales —y los emitidos en consecuencia— no pueden ser invalidados sino en los casos en que la Constitución Nacional concede al Congreso Nacional, en términos expresos, un poder exclusivo o en que el ejercicio de idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias o cuando hay una absoluta y directa incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas (v. entre muchos otros, los precedentes registrados en Fallos: 3:131; 302:1181 y, en especial, "Telefónica de Argentina v. Municipalidad de Chascomús", sentencia del 18 de abril de 1997, Fallos 320:619, donde se cuestionó la exigibilidad de tributos municipales a la parte actora, empresa prestadora de un servicio público interjurisdiccional, en concepto de "habilitación comercial", "seguridad, salubridad e higiene" y "publicidad y propaganda")

ofrece múltiples cuestiones a analizar, desde la naturaleza jurídica de la empresa sancionada hasta la aplicabilidad de multas entre distintas personas públicas; desde la doctrina de los actos propios hasta el significado del virtual silencio del Congreso o del regulador federal; desde la interjurisdiccionalidad del servicio postal comprendido hasta el significado económico de las regulaciones cuando se halla involucrada una red nacional; entre otros aspectos, ricos en matices, comprendidos en el presente. creo que nadie dudaría de que no se debe incumplir normativa como la comprometida en el caso, en especial la relativa a prevención de incendios, y, si se la incumple, se sufre una sanción.

posee competencia la Ciudad para sancionar a CORASA, o se halla ésta fuera de su jurisdicción por ser una empresa dedicada a un negocio interjurisdiccional por autonomasia, v.gr., el servicio postal? Esta cuestión sí ofrece un perfil más rico en matices, que pone en tela de juicio la competencia ejercida por los órganos de la Ciudad de cara a diversas cláusulas de la Constitución Nacional: esencialmente, las que confieren al Congreso de la Nación la competencia para legislar en lo relativa al correo, sea como servicio (45), sea como generador de rentas (46). Ambas cláusulas poseen relevante actualidad: como es sabido, la mencionada instrumentalidad empresarial estatal es el fruto de una reestatización de hecho; la reprivatización respectiva se viene postergando sine die desde hace varios años (47): es una sociedad anónima de capital de capital 100% estatal, 99% del órgano del Estado Nacional Ministerio de Planificación, 1% del órgano del Estado Nacional Ministerio de Economía (48). Por tanto, es una empresa 100% de propiedad de la persona pública Estado Nacional, como lo señala la propia página web de la empresa, cuyo objeto es "la prestación del servicio público postal, telegráfico, nacional e internacional de la República Argentina (...)" (49).

Como sociedad anónima perteneciente al género sociedad comercial estaría plenamente habilitada para la "producción o intercambio de bienes o servicios participando de los beneficios y soportando las pérdidas" (50), por lo que podría, mediante su giro, obtener ganancias o pérdidas. Empero, es conocido el axioma conforme al cual si bien toda empresa estatal se estimaría a-lucrativa, pues su finalidad no es directamente obtener lucro sino brindar un servicio, tampoco sería anti-lucrativa, esto es, no debería operar esquivando, concienzudamente, las ganancias (51). De atenderse al primer criterio, la mencionada empresa estatal realizaría actividades lucrativas (pudiendo, en su realización, obtener ganancias o pérdidas). Empero, bajo el mentado axioma, no estaría su giro derechamente enderezado a la obtención de lucro, por lo que no desarrollaría actividad lucrativa alguna. Tal dualidad de interpretaciones aplicables se dirimiría pues, en palabras de la Corte Suprema, aplicadas a otra empresa de propiedad de la Nación, "no puede hablarse, en efecto, de utilidades a percibir" (52).

Por tanto, más allá de las críticas que haya suscitado el axioma invocado (53), lo cierto es que, al no ser CORASA una empresa que tenga por finalidad o por deber obtener ganancias (54) —que, a todo evento, sí podría obtener (55)—, podría argüirse que no aplicaría a dicha empresa estatal, en forma directa y sin modulación alguna, el art. 4.1.1 del Código de Faltas, que alude a establecimientos donde se lleven a cabo "actividades lucrativas" a los fines de la habilitación respectiva. Y, en similar temperamento, tampoco aplicaría derechamente y sin modulaciones a los supuestos de asociaciones sin fines de lucro o de fundaciones en tanto considerados objetivamente (56).

si en tales hipótesis la Nación hizo ejercicio de su poder de policía, las provincias no podrán interferir en la materia policial ya regulada" (69). Va de suyo que, si no puede interferir una provincia, que cuenta con autonomía originaria, menos podría hacerlo la Ciudad de Buenos Aires, que no es una provincia, y que es delegataria de poderes, en la Constitución Nacional y en la ley 24.588.

De tal modo, la regulación federal respectiva —sobre las materias de prevención contra incendios, habilitación, subcontrataciones.
servicios exclusivos que presta, algunos de los cuales ya se mencionaron. Si se entiende que donde hay servicio público o máxima regulación hay monopolio legal o natural justificante de esa regulación máxima, lo dicho conduciría a reexaminar la derecha aplicabilidad, al Correo Oficial, de la previsión relativa a la concurrencia de la Nación y de la Ciudad cuando media servicio público, interjurisdiccional. De así hacerse, podría analizarse la clara posibilidad de que la cuestión haya quedado excluida de la norma citada —que requiere tanto la existencia de publicatio como de interjurisdiccionalidad— y la eventualidad de que la misma haya quedado sustraída de todo otro orden y sometida a la regulación exclusiva del regulador federal dentro de los criterios de oportunidad y prevención de este último en punto a sus posibles silencios; regulador que, por lo demás, controla también a las demás firmas privadas reguladas prestadoras de servicios postales.

 

 


Líneas Aéreas Federales Sociedad Anónima

LAFASA.

Líneas Aéreas Federales Sociedad Anónima, LAFSA, es una empresa estatal creada por el decreto 1238/2003, que nunca voló ya que no tiene aviones y, desde su creación lleva gastados la suma de 125,7 millones de pesos (más de 40 millones de dólares)
LAFSA tiene un plantel de 99 empleados, entre los cuales se cuentan cinco gerentes que cobran un sueldo de bolsillo por encima de los $ 10.500.
Sus oficinas ocupan dos pisos en una de las zonas más particulares y caras de la ciudad de Buenos Aires, Ramos Mejía y Libertador, a metros de la estación Retiro

Esos cuarenta millones de dólares en personal representan un importe similar al que el gobierno nacional asignó este año el Gobierno para la Cuenca Matanza - Riachuelo, o la mitad del programa "Más escuelas, mejor educación"


En 2006 se contemplaron también gastos por 1 millón de pesos en concepto de"asesoramiento" no especificado


El plantel de LAFSA lo componen


1. Ingeniero José Alberto Bidart (operador del ministro Julio De Vido) quien fue designado presidente de la compañía área, sin aviones.
2. Brigadier Jorge Eduardo Baravalle, vicepresidente de la empresa, consuegro del entonces ministro de Economía y actual candidato a presidente, Roberto Lavagna


3.  Nicolás Scioli, (hermano del vicepresidente de la Nación y candidato K a la gobernación de la provincia de Buenos Aires), quien fue uno de los primeros miembros del directorio: el único que percibía sueldo, según informó Alberto Fernández, jefe de Gabinete, al Congreso Nacional. El consuegro de Lavagna y el amigo de De Vido siguen en funciones.
4. El Gerente General de la empresa con personal, pero sin producto y sin clientes, es Guillermo Ballesteros


5. El Gerente de Atención al Pasajero es el Auxiliar de a Bordo del avión presidencial Tango 01 (en uso de licencia en su otro trabajo)


6. El Gerente de Mantenimiento es Hugo Cifala


7. El Gerente de Personal es Ricardo Spera


8. El Gerente de Marketing es Walter Salama


9. El Gerente de Comandantes es César Carrizo.
10. El Gerente de Tripulantes de Cabina es el señor Escagliarini



Cada uno de los gerentes lleva ya tres años haciendo nada y perciben unos $ 10.500 más tickets canasta y viáticos

Diez gerentes. Catorce pilotos y copilotos. Dos tripulantes de cabina. Diez Supervisores Jefe. Veinte Técnicos aeronáuticos. Diez administrativos. Treinta operadores de Rampa



El promedio de salarios de la "empresa" que no funciona y mantenemos todos esde 4.500 pesos brutos, 3.700 pesos de bolsillo



Otros gastos En ciertos casos los directores de las empresas proveedoras son las mismas personas y han cobrado por gastos muy sugerentes. 
En 2004 LAFSA pagó $ 459.664,37 por "Uniformes" y $ 372.750 por Capacitación"



Plan de vuelos (Para una empresa sin aviones)

Buenos Aires-Asunción-Ciudad del Este (tres vuelos semanales)
Buenos Aires-Lima-Quito-Guayaquil-Caracas-Bogotá (dos frecuencias semanales)
Buenos Aires-Santa Cruz de la Sierra-Caracas-Bogotá (cuatro vuelos semanales)
Buenos Aires-Lima-Quito-Guayaquil-Caracas-Bogotá-México-Los Ángeles (tres frecuencias semanales


Buenos Aires-Santa Cruz de la Sierra-La Paz-Caracas-Bogotá-México-Los Ángeles (tres vuelos semanales)

SOLUCIONES
Algunos ejemplos institucionales en los cuales, o bien se ha creado, o bien mantenido, un ámbito de activa participación de los particulares en el proceso de toma de decisiones, además de la incorporación de nuevas tecnologías a la administración de la cosa pública. 

El Mercado Electrónico del Gas (MEG) 
 Comité Ejecutivo de Emergencia
El MEG es una sociedad anónima cuya creación fue dispuesta por el art. 6° del dec. 180/2004 (3), y a la que se le asignaron como funciones fundamentales la de transparentar el funcionamiento físico y comercial de la industria de gas natural, y coordinar en forma centralizada y exclusiva todas las transacciones vinculadas a mercados de plazo diario o inmediato (mercados "Spot") de gas natural y a los mercados secundarios de transporte y de distribución de gas natural (4).

De su estatuto, surge que el MEG tiene entre sus actividades las correspondientes a la reglamentación de su funcionamiento, como asimismo las atinentes al establecimiento de un régimen disciplinario aplicable a sus agentes, establecer las pautas que deberán observar los contratos a celebrarse en su seno, y fiscalizar el cumplimiento de los reglamentos que pudiera dictar (5).

De esta forma, puede observarse que, no obstante su forma de persona básicamente regida por el derecho privado, sociedad anónima por caso, el MEG lleva adelante funciones típicamente públicas, las cuales se acentúan desde el momento en el cual los privados tienen para con esta entidad una obligación de información (6), y deben acudir forzosamente a su ámbito para celebrar contratos entre personas privadas (7).

También de acuerdo con su estatuto, es la Bolsa de Comercio de Buenos Aires su Accionista Fundador quien, por otra parte, fue la entidad encargada de la organización e implementación del MEG.

Por otra parte, resulta interesante que entre las finalidades del MEG se aprecia aquella vinculada con la necesidad de que las transacciones operadas en su ámbito, como así también el flujo de información que debe suministrar y poner a disposición del público en general, sean llevadas a cabo y monitoreadas eficientemente, y en tiempo real.

En este sentido, resulta también interesante que en el Reglamento General del MEG (8) se haya previsto que la publicidad de sus decisiones, la negociación entre los participantes, y el régimen informativo al cual los actores del mercado en general se hallan sujetos, sean implementados mediante la utilización de Internet y otros recursos electrónicos e informáticos (9).

No puede dejar de rescatarse, entonces, que la asignación de esta importante función en el ámbito del mercado energético —mayormente regulado— haya sido encomendada a una organización no estatal con vasta experiencia en la actividad, en lugar de haber creado una oficina u órgano en la administración central, caso en el cual muy distinta y, seguramente disminuida, habría sido la participación de los interesados (10). Tampoco podemos menos que celebrar la introducción formal de nuevas tecnologías al ámbito de lo público, escenario que habitualmente suele en estas cuestiones, "correr desde atrás" a lo privado (11)
Comité Ejecutivo de Emergencia 

CEE tiene por función analizar las medidas a tomar en el ámbito del despacho de gas natural, cuando por razones insuperables se advierta que no podrá abastecerse la demanda de usuarios cuyo consumo no es regulatoriamente susceptible de interrupción. Va de suyo que estas medidas consisten habitualmente en la restricción compulsiva del suministro de distintos sectores del universo de usuarios.

está conformado exclusivamente por representantes de empresas, principalmente licenciatarias de los servicios públicos de transporte y distribución de gas natural, como asimismo podrían acudir representantes de los grandes usuarios que, como cargadores del sistema de transporte, podrían colaborar en la búsqueda de la mejor solución a la emergencia en el despacho (13). De esta forma, toman directa participación los principales interesados en la situación que los convoca,

� CASSAGNE., Juan Carlos, “Reflexiones sobre los contratos de las empresas públicas”, E.D. 6 de agosto de 2007.


� DROMI., Roberto, “Empresas Públicas” De Estatales a Privadas”,Ediciones Ciudad Argentina 1997


� Gerardo Young , para el Comité LAVALLE., Ricardo, nota del comité Bahía Blanca de la UCR


� OSZLAK. OSCAR, No dejemos los servicios públicos en manos del mercado Dir. de la Maestría en Administración Pública, Facultad de Cs. Económicas, UBA





� Santiago Urbiztondo “¿Quién va a controlar que el Estado cumpla?”30/03/2006. Economía para todos,La rescisión por parte del gobierno del contrato con Aguas Argentinas y el decreto para la creación de AYSA con 90% del capital accionario en manos del Estado abrieron el debate: ¿vamos en dirección a la reestatización de las empresas de servicios públicos?, economista de FIEL,


� DROMI., Roberto, ob.cit 1220.


� Andrea LARA, Acerca de las recientes  rescisiones a contratos de concesión de servicios   públicos en Argentina. El caso del servicio público ferroviario urbano de pasajeros.





� Causa “Cinplast”, c.111 XXIII, sentencia del 2/03/93, citada por Coviello, Pedro Jorge “El contrato administrativo en la jurisprudencia de la  Corte Suprema de Justicia de la Nación”, en “Contratos administrativos. Jornadas organizadas por la Universidad Austral.  Facultad  de Derecho. Editorial Ciencias de la Administración .División Estudios Administrativos. Bs. As 2000. 	


� Marienhoff pone de resalto en su tratado de Derecho Administrativo que  tal noción “…es una de las más adecuadas  para justificar el carácter de ius in fieri  atribuido o reconocido al derecho administrativo”. Destaca que no solo se trata de lo controvertido de la noción doctrinaria, donde se advierten posiciones  antagónicas: por un lado la posición orgánica y por otro lado la posición funcional (habiendo evolucionado ambas con el transcurrir de los años), además se presentan las cuestiones vinculadas a la naturaleza del régimen que regula la actividad, las que se vinculan con la cuestión de si de lo que se trata es de  la satisfacción de necesidades colectivas o de necesidades de interés general  y finalmente de cuales  son las actividades comprendidas en la noción de servicio público. Marienhoff, Miguel S. “Tratado de Derecho Administrativo”, Ed. Abeledo- Perrot, Bs.As. 1966 T.II, Pag. 18. 


� Nuestra doctrina ha sostenido que el instituto de la renegociación  no resulta aplicable a todos los contratos públicos.  En efecto en algunos  la salida  para asegurar la continuidad  será la renegociación pero en otros la solución vendrá de la mano de la aplicación de la  teoría de  la  imprevisión. Perez Hualde,  Alejandro en “Renegociación de contratos Públicos”,  Ed. Lexis Nexis, Bs. As., 2002, pag. 20.


� Su vigencia ha sido prorrogada por sucesivas leyes posteriores, la última de ellas  es la Nº 26.204 que en su art. 1º prorrogó su vigencia hasta el 31 de diciembre de 2007.  


� Hablamos de la Jurisdicción Nacional, por oposición a la Provincial. En efecto y sobre la base de que el derecho administrativo es derecho local en virtud del reparto de competencias que efectúa nuestra Constitución  Nacional  cada Provincia ha  dictado sus propias normas de emergencia local siguiendo los lineamientos de la norma que venimos exponiendo, aunque con algunas variables.   


� PÉREZ HUALDE, Alejandro, op. cit. Pág. 21 y sigs. 


� A  saber: a) El  Decreto Nº 293/02  que encomendó al ex Ministerio de Economía el desarrollo del proceso de renegociación de los contratos de obras y servicios públicos, creando la Comisión de Renegociación  de contratos de Obras y Servicios Públicos, con la misión de asesorar y asistir a esa Cartera Ministerial en dicha tarea. b). El   Decreto Nº 370/02  que estableció la conformación e integración de la Comisión  de Renegociación  de Contratos de Obras y Servicios Públicos en el ámbito del citado Ministerio.


Por su parte en el Decreto Nº 1090/02 fueron dispuestas condiciones a ser observadas durante el transcurso del proceso de renegociación.


Los dos primeros decretos citados fueron derogados y  sustituidos por el decreto Nº  311/03 ya que, pese a los plazos inicialmente previstos, los procesos de renegociación de naturaleza esencialmente compleja no se encontraban concluidos al mes de julio de 2003. Por otro lado se produjo en mayo de 2003 un cambio en la gestión de gobierno, habiendo asumido el nuevo gobierno el  25 de  mayo de ese año. 


� Teniendo en cuenta que las cuestiones  vinculadas a la situación de los diversos servicios  públicos concesionados , así como a  la renegociación  de los contratos de obras y servicios  públicos  concesionados, resultaban materias inherentes tanto al Ministerio  de Economía y Producción y de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios,


� Es continuadora específicamente de los procesos de renegociación a que hubiere lugar respecto del Contrato de Concesión del Servicio Postal, Monetario y de Telegrafía y del Contrato de Concesión del Sistema Nacional de Aeropuertos, habiéndole encomendado  la renegociación de los contratos de obras y servicios públicos correspondientes a los siguientes sectores: a) La provisión de servicios de agua potable y desagües cloacales. b) El servicio de transporte y distribución de energía eléctrica. c) El servicio de transporte y distribución de gas. d) El servicio de telecomunicaciones de telefonía básica (fija).e) El transporte público automotor y ferroviario de personas, de superficie y subterráneo. f) El servicio ferroviario de cargas. g) Las concesiones viales con cobro a usuarios, incluidos los accesos a la Ciudad de Buenos Aires.  h) El servicio portuario. i) Las vías fluviales por peaje. j) (Inciso derogado por art. 1° del Decreto N° 1457/2005 B.O. 1/12/2005). k) El servicio Postal, Monetario y de Telegrafía. l) El Sistema Nacional de Aeropuertos.


� Es requisito ineludible previo a la suscripción de los acuerdos de renegociación, que se haya desarrollado  una instancia de consulta pública que posibilite la participación de los usuarios en el proceso decisorio, correspondiendo a la Unidad  de Renegociación  y Análisis de Contratos de Servicios Públicos determinar los procedimientos y mecanismos que resulten adecuados para implementar dicha consulta pública. 





� Tal proceso alcanzó de modo específico,   no solo a estos contratos sino también a las concesiones de la red vial y a la concesión de Aguas Argentinas S.A (la que luego  se rescindió).


� La renegociación se encaró  a través  de una norma general,  el decreto Nº  543/97, y las renegociaciones de carácter particular fueron aprobadas por los decretos Nº 210/1999,1416/1999,1418/99 y 1419/99. 


� A través del Decreto Nº 2075 de fecha 16 de octubre de 2002.   


� Lo que se hizo por resolución nº 295 del 31 de marzo de 2005 del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios. El monto de tales subsidios fue determinado sobre los cálculos realizados  por  la Comisión Nacional de Regulación del Trasporte, organismo descentralizado en la orbita de la Secretaria de Transporte en la órbita de la Secretaria de Transporte del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios, los que fueron remitidos a la Unidad de Renegociación y Análisis de Contratos de Servicios Públicos para su análisis en el marco del proceso de reestructuración contractual  dispuesto por decreto nº 311/2003. 


� No obstante tal  conjunto de medidas, en el año 2004 la Secretaria de Transporte de la Nación, rescindió  la concesión  del grupo Nº 5, explotada por la empresa “Transportes Metropolitanos General San Martín”, según lo que se analizara mas adelante.  la que fue otorgada en el año 94 por decreto nº 794/94. Dicha concesión fue rescindida  por decreto Nº 798/2004.


� Tales concesiones se otorgaron  en el marco del proceso de Reforma del Estado, que se inició a partir de la sanción de la Ley nº 23889. Los contratos comenzaron su ejecución, mientras en el país  se profundizaba el proceso privatizador, y se reformaba en el año 1994 la Constitución Nacional. A partir de esta reforma se previo constitucionalmente el actuar de los entes de control o entes reguladores, la mayoría de los cuales ya  habían sido creados a esa fecha y  luego de haberse concluido  los procesos privatizadores en cada sector. El nuevo texto constitucional consagró también  la protección de los  derechos del usuario de los  servicios públicos, preocupado el constituyente por su manifiesta  debilidad.


� El Art. 99 inc. 1º de la C.N establece que el presidente de la Nación tiene las siguientes atribuciones: “Es el jefe supremo de la Nación, jefe de gobierno y responsable político de la administración del país”. 


� Es el caso de la concesión de la empresa  “Coreo Argentino S.A.”. En efecto en razón de  distintos incumplimientos de la concesionaria, el decreto 1075/2003 rescindió por su culpa el contrato de concesión, reasumiendo transitoriamente el Estado la prestación del servicio, para lo cual se creó en el ámbito de la Secretaría sectorial una "Unidad Administrativa" integrada por tres miembros. El decreto citado  expresó que la creación de la Unidad era "sin perjuicio de la oportuna concesión que el Estado Nacional otorgue del servicio público postal". Por su parte por  decreto 1075/2003 se instruyó al Ministerio del área  para que "dentro del plazo de 180 días, proceda a llamar a licitación pública nacional e internacional a fin de volver a privatizar el servicio público postal".Sin embargo, poco tiempo después, a través del decreto de necesidad y urgencia 721/2004 (LA 2004-B-2025) (14/6/2004) se creó la empresa "Correo Oficial S.A." con el objeto de hacerse cargo de todos los servicios que prestaban Encotesa y la ex concesionaria "Correo Argentino S.A.", con lo cual se sustituyó la Unidad constituida anteriormente y se postergó indefinidamente la privatización anunciada.





� WOSCOFF., Raúl, “El proyecto de una nueva empresa de energía y la autonomía municipal , LLBA 2004, 581


� GARCIA SANZ., Agustín A, “Las preguntas que nacen con la terminación del contrato”, Suplemento de Actualidad La Ley 4/4/2006.
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�PRIETO., Karina, “La creación de entes autárquicos. Una discusión que finalmente ha concluido”, Supl. de Jurispr. De Derecho Administrativo, La Ley 22 de Julio de 2002, pág 40 quien comenta la inconstitucionalidad declarada por la CNFed. Contenciosoadministrativo, sala III, 2002/02/14, Locatelli Gloria, señalando que el decreto que había disuelto el CONET que había sido creado por ley era inconstitucional el CONET: La doctrina estaba dividida pues Marienhoff, Villegas Basavilbaso, Bidart Campos, Sayagués Laso sostenían que las entidades autárquicas deben ser creadas por decreto del P.E. La creación por Ley implicaría un acto violatorio de la Constitución por traduciría por parte del Legislativo de un cercenamiento de las facultades del P.E. a la vez que una intromisión en la zona constitucional de reserva de la administración. Bielsa, Gordillo, Luque señalan que a partir de la reforma constitucional se requiere ley expresa aún en cuanto a la delegación legislativa. El Congreso sancionó la ley 25.152 que en su artículo 5 inc. a, dispone que Toda creación de organismos descentralizados y empresas públicas requerirá el dictado de la ley respectiva La ley 25.565 sustituyó el artículo anterior y dispuso que toda creación de organismos descentralizados, empresas públicas de cualquier naturaleza y fondos fiduciarios integrados total o parcialmente por bienes o fondos del Estado Nacional requerirá del dictado de una ley. 


� JUNYENT BAS, Francisco - CHIAVASSA, Eduardo N., “Las pautas de "aplicabilidad" del salvataje empresario. La "saga" del derecho judicial a partir de la causa Correo Argentino”. LA LEY 14/06/2005, 1


� SACRISTÁN., Estela, La Ciudad de Buenos Aires como delegataria de poderes de la Nación (A propósito de los controles sobre una empresa estatal). Sup. Const 2007 (abril), 39, TS Ciudad Autónoma de Buenos Aires
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